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Señor  

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA – CONSEJO DE ESTADO (REPARTO) 

PROCESO: ACCION DE TUTELA  

ACCIONANTE: WILL ENRIQUE BLANCO BELTRAN 

ACCIONADO: CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE BOLIVAR 

SALA ADMINISTARTIVA – UNIDAD ADMINISTRATIVA CARRERA JUDICIAL – 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

 

MEDIDAS: SOLICITUD EXPRESA DE MEDIDA PROVISIONAL  

 

WILL ENRIQUE BLANCO BELTRA, mayor de edad, identificado con cedula 

ciudadana 1.143.366.906 de Cartagena, actuando en nombre propio, 

respetuosamente me permito interponer ACCION DE TUTELA POR 

VULNERACION AL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO, A LA IGUALDAD, AL 

TRABAJO Y ACCESO A CARGOS PUBLICOS POR CONSCURSO DE MERITOS, 

NO BIS IN INDEM, COSA JUZGADA, PERJUICIO IRREMEDIABLE. 

 

I.  HECHOS. 

 

PRIMERO: Mediante estipulación del viernes 06 de octubre de 2017 el Consejo 
Superior de la Judicatura Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar 
mediante ACUERDO No. CSJBOA17-609 Viernes, 06 de octubre de 2017“Por 

medio del cual se adelanta el proceso de selección y se convoca al concurso de 
méritos para la conformación del Registro Seccional de Elegibles para la provisión 
de los cargos de empleados de carrera de Tribunales, Juzgados y Centros de 
Servicios, de los Distritos Judiciales de Cartagena, Bolívar y San Andrés, Isla” ( 
ANEXO 1 LINK DE ACCESO). 
 
SEGUNDO: Mediante RESOLUCIÓN No. CSJBOR18-518 23 de octubre de 2018 
el Consejo Superior de la Judicatura Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar  
“Por medio de la cual se decide acerca de la admisión de aspirantes al concurso 
de méritos destinado a la conformación del Registro Seccional de Elegibles para la 
provisión de los cargos de empleados de carrera de Tribunales, Juzgados y Centros 
de Servicios de los Distritos Judiciales y Administrativos de Cartagena, Bolívar y 
San Andrés, Providencia y Santa Catalina, Islas, convocado mediante Acuerdo No. 
CSJBOA17-609 de 2017” el resultado de la misma califica mi participación en el 
concurso de méritos como no admitido de acuerdo a la causal de rechazo número 
2 que estipula “No acreditar los requisitos mínimos exigidos para el cargo de 
aspiración” ( ANEXO 2 LINK DE ACCESO). 
 
TERCERO: De acuerdo con la solicitud  y/o recurso de ley presentado por mi 
persona en contra de la resolución anterior, el  día 26 de octubre de 2018 con código 
EXTCSJBO18-3078, con destino el Consejo Superior de la Judicatura Consejo 
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Seccional de la Judicatura de Bolívar, con numero de folios 8 y password 798B3D6E 
(anexo 3), solicite muy respetuosamente la revisión de los documentos aportados 
para efectos de corroborar la validación de los requisitos mínimos y solicite la 
posterior admisión en el ya mencionado concurso de méritos convocado por esta 
entidad y en singular los puestos otorgados para la carrera administrativa de 
“Profesional Universitario de Centro u Oficina de Servicios y de Apoyo”.  
 
CUARTO: Por ese motivo como lo manifiesta En lo dispuesto en la Resolución No. 
CSJBOR18-599 24 de diciembre de 2018 el Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar ( ANEXO 4) “Por medio de la cual se 
modifica la Resolución CSJBOR18-518, para efectos de incluir los aspirantes que 
resultaron admitidos con base en las solicitudes por ellos presentadas, con 
excepción del cargo Profesional Universitario de Tribunal Grado 12, y se determinan 
otros asuntos” (anexo 3) , en razón de ello,  se me notifico estar admitido 
considerando “De conformidad con esta normatividad y con fundamento en la 
revisión y verificación del cumplimiento de los requisitos mínimos acreditados por 
parte de cada uno de los aspirantes inscritos, este Consejo Seccional procede a 
decidir sobre la admisión o rechazo de los mismos al concurso de méritos,” 
consecutivamente se me atribuye por haber acreditado en debida forma el 
cumplimiento de los requisitos mínimos exigidos para tal fin la admisión., Así 
mismo, “en consecuencia se decide, “MODIFICAR el artículo 2° de la Resolución 
CSJBOR18-518 del 23 de octubre de 2018, en el sentido de revocar el rechazo de 
los aspirantes que se relacionan a continuación y respecto de los cargos aquí 
señalados, al concurso de méritos destinado a la conformación los Registros 
Nacionales de Elegibles para los cargos de empleados de carrera de Tribunales, 
Juzgados y Centros de Servicios, convocado mediante Acuerdo CSJBOA17-609, 
modificado por el número CSJBOA17-612, página 2  (....). De acuerdo con la parte 
motivos manifiesta el Consejo Superior de la Judicatura manifiesta “ Revisada 
nuevamente la documentación aportada por los concursantes, se estableció que 
en algunos casos les asiste razón a los peticionarios por cumplir a cabalidad 
con los requisitos establecidos en el acuerdo en mención., en aras de 
garantizar los derechos de los participantes y en aplicación del artículo 228 
de la carta política que establece la primacía del derecho sustancial serán 
admitidos aquellos quienes solicitaron revisión y se encontró que cumplen con los 
requisitos para concursar dentro de la convocatoria de que trata el Acuerdo 
CSJBOA17-609, modificado por el número CSJBOA17-612., en ese orden se 
modifica la Resolución CSJBOR18-518, para efectos de revocar la decisión de 
inadmisión contenida en el artículo 2, respecto a los aspirantes que se relacionan 
en anexo 1, para en su lugar admitirlos al concurso de méritos destinado a la 
conformación de los registro de elegibles para la provisión de cargos de 
empleados de carrera de Tribunales, Juzgados y Centro de servicios…”. 
 
QUINTO: En consecuencia el Consejo Superior de la Judicatura Consejo Seccional 
de la Judicatura de Bolívar mediante RESOLUCION No. CSJBOR19-266 17 de 
mayo de 2019 (anexo 5) “Por medio de la cual se publican los resultados de las 
pruebas de conocimientos, competencias, aptitudes y/o habilidades, 
correspondientes al Concurso de Méritos destinado a la conformación de los 

2



Registros Seccionales de Elegibles para cargos de empleados de carrera de 
Tribunales, Juzgados y Centros de Servicios, de los Distritos Judiciales de 
Cartagena, Bolívar y San Andrés, Isla, convocado mediante Acuerdo No. 
CSJBOA17-609 del 06 de octubre de 2017, con excepción del cargo Profesional 
Universitario de Tribunal Grado 12” es así, que resuelve “ARTÍCULO SEGUNDO. - 
En los términos del numeral 5.1.1 del artículo segundo del Acuerdo No.CSJBOA17-
609 del 6 de octubre de 2017, quienes de conformidad con la relación que trata el 
artículo 1º de esta Resolución, obtuvieron un puntaje igual o superior a ochocientos 
(800) puntos en la prueba de conocimientos, competencias, aptitudes y/o 
habilidades, “continuarán en el concurso, en la etapa clasificatoria”., y de 
acuerdo al anexo anexado mi resultado individual es  “si aprobó”  pag. 60 (anexo 5), 
con un puntaje mayor a 800 puntos. 
 
SEXTO: Consecutivamente mediante resolución No. CSJBOR21-556 del 
20/05/2021 “por medio de la cual se hace exclusión en el cargo identificado con el 
código 26042, dentro del concurso de Méritos…”. nuevamente el Consejo Superior 
de la Judicatura emite resolución en mi contra, bajo los mismos hechos, la misma 
circunstancia, la misma causal de inadmisión que ya anteriormente había conocido 
y decido de fondo admitirme en el concurso de mérito producto de una solicitud y/o 
recurso, donde acredito en debida forma todo y cada uno de los requisitos mínimos 
de acuerdo a la nueva Resolución No. CSJBOR18-599 24 de diciembre de 2018. 
 
SEPTIMO: Al mismo tiempo el día 4/06/2021 presente el recurso de reposición en 

subsidio de apelación contra la resolución No. CSJBOR21-556 del 20/05/2021 
(ANEXO 7) , bajo los argumentos de violación al debido proceso, no bis in ídem, 
firmeza de los actos administrativos, cosa juzgada administrativa, confianza 
legítima, derecho a la igualdad, derecho al trabajo, derecho al acceso a cargos 
públicos, violación al principio de la buena aplicada al concurso de méritos, principio 
“mutatis mutandi”., contra el argumento utilizado en mi contra de no acreditar en 
debida forma los requisitos de experiencia relacionada como consecuencia de 
encontrarse concomitante.   
 
OCTAVO: En consecuencia, mediante resolución RESOLUCIÓN No. CSJBOR21-

798 6 de julio de 2021 No. CSJBOR21-800 “por medio del cual se decide uno de los 
recursos de reposición contra la resolución No. CSJBOR21-556 del 20/05/2021 y se 
concede un recurso de apelación” (ANEXO 8) es así, como se vislumbra en la parte 
de las consideraciones del caso en concreto, no manifiesta el consejo superior de 
la judicatura, fundamentos legales o jurídicos en leyes sustanciales, ni tampoco en 
el ACUERDO No. CSJBOA17-609 Viernes, 06 de octubre de 2017, argumentos 

en contra de mis postulados ni mucho menos la solución al verdadero problema 
jurídico, de que se entiende o no por experiencia relacionada, y si existía o no 
prohibición de presentar experiencia concomitante.  
 
NOVENO: Por otro lado, el día 13 de agosto de 2021, se envió al correo del consejo 

superior de la judicatura y al correo de la unidad administrativa (anexo 9 ), una 
aclaración del recurso de reposición en subsidio de apelación contra la resolución 
No. CSJBOR21-556 del 20/05/2021 , con anexo de una prueba, por medio del cual 
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el mismo Consejo superior de la Judicatura de Bolívar, bajo el mismo acuerdo No. 
CSJBOA17-609 Viernes, 06 de octubre de 2017, mediante resolución 
CSJBOR21-800 del 6 de Junio de 2021 página 14m ( anexo 10  ), resolvía a favor 
de un aspirante el recurso de reposición, resolviendo de fondo que se entendía 
como experiencia relacionada, encontrando que dichos argumentos jurídicos, esto 
es;   “Teniendo en cuenta que lo que se discute es el segundo requisito, considera 
la seccional que no debió excluirse, en cuanto el cargo requiere una experiencia 
relacionada, que es definida en el acuerdo de convocatoria como aquella 
adquirida en el ejercicio de empleos que tengan funciones similares a las del 
cargo a proveer, independiente del momento en 
que se adquirió la misma.  Bajo las premisas contenidas en el acuerdo de 
convocatoria, la experiencia relacionada puede ser adquirida en cualquier 
momento, por lo que mal haría la seccional en no validar tal certificación porque 
para aquella época el estudiante no tenía el título profesional de abogado, cuando 
lo que exige el acuerdo es que las funciones de los cargos guarden similitud” 
contrariando tajantemente lo expuesto en la resolución que resuelve el recurso de 
reposición interpuesto por mi persona agregando que en dicha aclaración lo que se 
exige es que aclare el mismo concepto de experiencia relacionada al caso en 
concreto ya que es su misma resolución que privilegia a un participante y excluye a 
otro., De igual forma, en la aclaración se solicitaba vislumbrar por qué no se 
pronunciaba sobre todos y cada uno de los argumentos plasmados por mi persona, 
ni tampoco hubo pronunciamiento frente a la prohibición de si existía o no 
experiencia relacionada, sumadamente también se solicitaba dejar claro porque 
utiliza dos conceptos diferente a otro concursante a sabiendas que aplica en el caso 
concreto, y/o porque utiliza una misma causal, los mismos hechos y las mismas 
partes para emitir otra resolución de exclusión en mi contra a sabiendas que ya se 
había fallado de fondo en otra decisión por ellos mismos a mi favor.     
 
DECIMO: En consecuencia, el día 17 de agosto de 2021 mediante resolución 

CJR21-0266 (17 de agosto de 2021) “Por medio de la cual se resuelven un recurso 
de Apelación” Consejo Superior de la Judicatura Unidad de Administración de 
Carrera Judicial, resuelve: “CONFIRMAR la decisión contenida en la Resolución 
CSJBOR21-556 de 20 de mayo de 2021, por el cual el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Bolívar, excluyó del concurso de méritos convocado mediante 
Acuerdo CSJBOA17-609, al aspirante WILL ENRIQUE BLANCO BELTRAN, 
identificado con cédula de ciudadanía Nº 1143366906, que se presentó para el 
cargo de Profesional Universitario de Centro u Oficina de Servicios Grado 11”. De 
igual forma, esta misma resolución manifiesta “ Frente al argumento del aspirante, 
en el cual manifiesta que había sido excluido del proceso de selección a través de 
la Resolución CSJBOR18-518 de 2018 e incluido mediante la Resolución 
CSJBOR21-798 de 6 de julio de 2021, es indispensable señalar que de conformidad 
con las reglas de la convocatoria, de conocimiento de los aquí recurrentes, se 
estableció que la ausencia de requisitos para el cargo, determinaría el retiro 
inmediato del proceso de selección, en cualquier etapa del proceso en que el 
aspirante se encuentre, razón por la cual no se encuentra vulneración alguna a los 
principios de confianza legítima, buena fe y cosa juzgada administrativa, ni 
constituye una decisión desproporcionada, en consecuencia se confirmará la 
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decisión recurrida como se ordena en la parte resolutiva de la presente decisión., 
No obstante, dicha resolución no se manifiesta de los otros postulados  presentados 
en los recursos de reposición en subsidio de apelación por mi persona en el 
presente concurso de méritos, ni si quiera se manifiesta sobre el problema jurídico 
real,  que es, que se debe entender como experiencia relacionada, y si existía o no 
prohibición alguna de validación de experiencia concomitante en el acuerdo ley 
entre las partes, cosa que si hace, en la resolución CSJBOR21-800 del 6 de Junio 
de 2021 pagina 14 (anexo 10). 
 
 

II. DERECHOS CUYA PROTECCION SE DEMANDA 

 
Demando la protección de mis derechos fundamentales al debido proceso, a la 
igualdad, al trabajo, al acceso a cargos públicos por concurso de méritos, no bis in 
ídem, cosa juzgada administrativa, confianza legítima, violación al principio de la 
buena aplicada al concurso de méritos, principio “mutatis mutandi”. 
 

 

III. SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL 

 

El Decreto 2591 de 1.991, por el cual se reglamenta la acción de tutela, establece 

que el Juez Constitucional, cuando lo considere necesario y urgente para proteger 

un derecho amenazado o vulnerado “suspenderá la aplicación del acto concreto que 

lo amenace o vulnere”. En efecto, el artículo 7° de esta normatividad señala: 

“ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. 

Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 

necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto 

concreto que lo amenace o vulnere. Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se 

podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios 

ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que 

considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 

eventual fallo a favor del solicitante. La suspensión de la aplicación se notificará 

inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más 

expedito posible. El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar 

cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o 

a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos 

realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. El juez podrá, de 

oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en 

cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que 

hubiere dictado”. La medida provisional de suspensión de un acto concreto que 

presuntamente amenaza o vulnera un derecho fundamental, pretende evitar que la 

amenaza al derecho se convierta en violación o que la violación del derecho 

produzca un daño más gravoso que haga que el fallo de tutela carezca de eficacia 

en caso de ser amparable el derecho. Como su nombre lo indica, la medida es 
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provisional mientras se emite el fallo de tutela, lo cual significa que la medida es 

independiente de la decisión final. El Juez de Tutela podrá adoptar la medida 

provisional que considere pertinente para proteger el derecho, cuando 

expresamente lo considere necesario y urgente. Esta es una decisión discrecional 

que debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada” 

 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

Fundamento esta acción en el artículo 86 de la constitución política y sus decretos 

reglamentarios 2591 y 306 de 1992. Igualmente, en el artículo 8 de la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, el artículo 2 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos y el artículo 25 de la Convención Americana de los 

Derechos Humanos. 

 

1. SUSTENTO DE LEY Y JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL vs 

VIOLACION EN CASO CONCRETO. 

 

LEY 909 DE 2004. ARTÍCULO 2°. PRINCIPIOS DE LA FUNCIÓN PÚBLICA.  

1. La función pública se desarrolla teniendo en cuenta los principios constitucionales 

de igualdad, mérito, moralidad, eficacia, economía, imparcialidad, transparencia, 

celeridad y publicidad.  

2. El criterio de mérito, de las calidades personales y de la capacidad profesional, 

son los elementos sustantivos de los procesos de selección del personal que integra 

la función pública. Tales criterios se podrán ajustar a los empleos públicos de libre 

nombramiento y remoción, de acuerdo con lo previsto en la presente ley.  

3. Esta ley se orienta al logro de la satisfacción de los intereses generales y de la 

efectiva prestación del servicio, de lo que derivan tres criterios básicos:  

a. La profesionalización de los recursos humanos al servicio de la Administración 

Pública que busca la consolidación del principio de mérito y la calidad en la 

prestación del servicio público a los ciudadanos;  

b. La flexibilidad en la organización y gestión de la función pública para adecuarse 

a las necesidades cambiantes de la sociedad, flexibilidad que ha de entenderse sin 

detrimento de la estabilidad de que trata el artículo 27 de la presente ley;  

c. La responsabilidad de los servidores públicos por el trabajo desarrollado, que se 

concretará a través de los instrumentos de evaluación del desempeño y de los 

acuerdos de gestión;  

d. Capacitación para aumentar los niveles de eficacia.  

6



ARTÍCULO 27. CARRERA ADMINISTRATIVA. La carrera administrativa es un 

sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar la 

eficiencia de la administración pública y ofrecer; estabilidad e igualdad de 

oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio público. Para alcanzar este 

objetivo, el ingreso y la permanencia en los empleos de carrera administrativa se 

hará exclusivamente con base en el mérito, mediante procesos de selección en los 

que se garantice la transparencia y la objetividad, sin discriminación alguna. 

 ARTÍCULO 28. PRINCIPIOS QUE ORIENTAN EL INGRESO Y EL ASCENSO A 

LOS EMPLEOS PÚBLICOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA. La ejecución de los 

procesos de selección para el ingreso y ascenso a los empleos públicos de carrera 

administrativa, se desarrollará de acuerdo con los siguientes principios:  

a. Mérito. Principio según el cual el ingreso a los cargos de carrera administrativa, 

el ascenso y la permanencia en los mismos estarán determinados por la 

demostración permanente de las calidades académicas, la experiencia y las 

competencias requeridas para el desempeño de los empleos;  

b. Libre concurrencia e igualdad en el ingreso. Todos los ciudadanos que 

acrediten los requisitos determinados en las convocatorias podrán participar en los 

concursos sin discriminación de ninguna índole;  

c. Publicidad. Se entiende por esta la difusión efectiva de las convocatorias en 

condiciones que permitan ser conocidas por la totalidad de los candidatos 

potenciales;  

d. Transparencia en la gestión de los procesos de selección y en el escogimiento 

de los jurados y órganos técnicos encargados de la selección;  

e. Especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutar los procesos de 

selección;  

f. Garantía de imparcialidad de los órganos encargados de gestionar y llevar a cabo 

los procedimientos de selección y, en especial, de cada uno de los miembros 

responsables de ejecutarlos;  

g. Confiabilidad y validez de los instrumentos utilizados para verificar la capacidad 

y competencias de los aspirantes a acceder a los empleos públicos de carrera;  

h. Eficacia en los procesos de selección para garantizar la adecuación de los 

candidatos seleccionados al perfil del empleo;  

i. Eficiencia en los procesos de selección, sin perjuicio del respeto de todas y cada 

una de las garantías que han de rodear al proceso de selección.  

2. JURISPRUDENCIA.  

2.1. Procedencia de la acción de tutela para controvertir decisiones adoptadas en el 

marco de un Concurso Público. El CONSEJO DE ESTADO CP: LUIS RAFAEL 
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VERGARA QUINTERO el 24 de febrero 2014 con radicado 

08001233300020130035001, se manifestó respecto de la Procedencia de la acción 

de tutela para controvertir decisiones adoptadas en el marco de un Concurso 

Público, así: “El artículo 86 de la Constitución Política de 1991, establece la 

posibilidad del ejercicio de la acción de tutela para reclamar ante los jueces, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de los 

derechos fundamentales en los casos en que estos resultaren vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública siempre y 

cuando el afectado, conforme lo establece el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, 

no disponga de otro medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se 

utilice como mecanismo transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable. 

En materia de concursos públicos, si bien en principio podría sostenerse que los 

afectados por una presunta vulneración de sus derechos fundamentales 

pueden controvertir las decisiones tomadas por la administración - las cuales están 

contenidas en actos administrativos de carácter general o de carácter particular -, 

mediante las acciones señaladas en el Código Contencioso Administrativo, se ha 

estimado que estas vías judiciales no son siempre idóneas y eficaces para 

restaurar los derechos fundamentales conculcados. Al respecto, en la sentencia 

T-256/95 (MP Antonio Barrera Carbonen), decisión reiterada en numerosos fallos 

posteriores, sostuvo: "La provisión de empleos públicos a través de la figura del 

concurso, obedece a la satisfacción de los altos intereses públicos y sociales del 

Estado, en cuanto garantiza un derecho fundamental como es el acceso a la función 

pública, realiza el principio de igualdad de tratamiento y de oportunidades de 

quienes aspiran a los cargos públicos en razón del mérito y la calidad y constituye 

un factor de moralidad, eficiencia e imparcialidad en el ejercicio de la función 

administrativa. Por lo tanto, la oportuna provisión de los empleos, con arreglo al 

cumplimiento estricto de las reglas del concurso y el reconocimiento efectivo de las 

calidades y el mérito de los concursantes asegura el buen servicio administrativo y 

demanda, cuando se presenten controversias entre la administración y los 

participantes en el concurso, de decisiones rápidas que garanticen en forma 

oportuna la efectividad de sus derechos, más aún cuando se trata de amparar los 

que tienen e/ carácter de fundamentales". De otro lado, el reiterado criterio de la 

Sala apunta a que tratándose de acciones de tutela en las que se invoque la 

vulneración de derechos fundamentales al interior de un concurso de méritos en 

desarrollo, su procedencia es viable a pesar de la existencia de otros medios 

de defensa judicial, teniendo en cuenta la agilidad con que se desarrollan sus 

etapas, frente a las cuales el medio principal de protección dispuesto por el 

ordenamiento jurídico no garantiza la inmediatez de las medidas que llegaren a 

necesitarse para conjurar el eventual daño ocasionado a los intereses de 

quien acude en tutela, si llegare a demostrarse la violación de los derechos 

reclamados.  
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VIABILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA CUANDO SE VIOLENTA EL MERITO 

COMO MODO PARA ACCEDER AL CARGO PUBLICO.  

En cuanto a la naturaleza de la acción que interpongo, ésta la consagra el artículo 

86 de la carta Política como un mecanismo de defensa excepcional que tiene 

toda persona contra acciones u omisiones de cualquier autoridad pública, o de 

los particulares en los casos establecidos en la ley que quebrante o amenace 

vulnerar derechos constitucionales fundamentales. Respecto a la procedencia de la 

Acción de Tutela para la protección de los derechos fundamentales dentro de los 

concursos de mérito, la Corte Constitucional se ha manifestado en diversas 

oportunidades como en la sentencia T-604/13 IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 

AL ACCESO AL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PUBLICA - procedencia de la 

Acción de tutela para la protección. Esta corporación ha determinarlo que las 

acciones contencioso administrativas no protegen en igual grado que la 

tutela, los derechos fundamentales amenazados o vulnerados en los procesos de 

vinculación de servidores públicos, cuando ello se hará, por concurso de méritos, 

ya que la mayoría de veces debido a la congestión del aparato jurisdiccional, el 

agotamiento de las mismas implica la prolongación de la vulneración en el 

tiempo. Concurso de méritos Potestad del juez de tutela cuando evidencia 

irregularidades y vulneración del Debido proceso en el trámite del concurso. Una de 

las consecuencias que tiene la consagración expresa del Debido Proceso como un 

derecho de rango fundamental, es que todas las personas pueden acudir a la acción 

de tutela con el fin de que el juez constitucional conozca de la presunta vulneración, 

y de ser necesario ordene las medidas necesarias para garantizar su protección 

inmediata. Entre las prevenciones que debe adoptar el juez de tutela cuando 

evidencia la transgresión de una garantía constitucional, está la de dictar una 

sentencia en la cual se restablezca el derecho. Por su parte la Sentencia T-569 

de 2011 expresa: "Es deber del juez de tutela examinar si la controversia puesta a 

su consideración (i) puede ser ventilada a través de otros mecanismos judiciales y 

(ii) si a pesar de existir formalmente, aquellos son o no son suficientes para proveer 

una respuesta material y efectiva a la disputa puesta a su consideración".  

VIOLACIÓN AL DERECHO ACCESO A CARGOS PÚBLICOS POR CONCURSO 

DE MÉRITOS. La idoneidad de la tutela cuando en el marco de un concurso de 

méritos, se busca proteger el derecho al acceso a cargos públicos, fue analizada en 

la sentencia T-112A de 2014: "En relación con los concursos de méritos para 

acceder a cargos de carrera, en numerosos pronunciamientos, esa corporación ha 

reivindicado la pertenencia de la acción de tutela pese a la existencia de la acción 

de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativa, que no ofrece la suficiente solidez para proteger en toda su 

dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo, al debido proceso y al acceso a los 
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cargos públicos. En algunas ocasiones los medios ordinarios no resultan 

idóneos para lograr la protección de los derechos de las personas que han 

participado en concursos para acceder a cargos de carrera"  

2.2. Derecho al Debido Proceso.  

Sentencia T-682/16 – MAGISTRADO PONENTE : GABRIEL EDUARDO 

MENDOZA MARTELO  

Este es una institución importantísima dentro del derecho moderno, ya que contiene 

las garantías necesarias para el derecho procesal. Se trata de un derecho 

fundamental reconocido en el derecho colombiano y en la mayoría de constituciones 

modernas. En la Constitución el artículo 29 enuncia la institución del debido proceso 

que reza dentro de sus líneas lo siguiente: El debido proceso se aplicará a toda 

clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino 

conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa. El derecho a obtener 

acceso a la justicia. Derecho a la independencia del Juez. Derecho a la igualdad 

entre las partes intervinientes en el proceso. Derecho a un Juez imparcial. 

Derecho a un Juez predeterminado por la ley. La favorabilidad en la pena. Derecho 

a la defensa. Derecho a presentar pruebas. El debido proceso además es 

considerado un principio jurídico procesal según el cual toda persona tiene derecho 

a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo 

dentro del proceso, y a permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus 

pretensiones frente al juez. De esta forma, el Debido Proceso es el pilar fundamental 

del Derecho Procesal y se expresa en la exigencia de unos procedimientos en los 

que debe respetarse un marco normativo mínimo en pro de la búsqueda de justicia 

social. El derecho al debido proceso entraña el servicio del Estado a través de su 

administración, remitiendo adicionalmente al artículo 229 de la misma Carta Política 

donde describe que cuando un funcionario omite o extralimita sus poderes dentro 

de un trámite administrativo, no sólo quebranta los elementos esenciales del 

proceso, sino que igualmente comporta una vulneración del derecho de acceso a la 

administración de justicia, del cual son titulares todas las personas naturales y 

jurídicas, que en calidad de administrados. Es importante que se respete el 

procedimiento requerido para la aplicación del acto administrativo, permitiendo un 

equilibrio en las relaciones que se establecen entre la administración y los 

particulares, en aras de garantizar decisiones de conformidad con el ordenamiento 

jurídico por parte de la administración. El debido proceso debe velar por un 

procedimiento en el que se dé continuamente el derecho de defensa y de 

contradicción de todas aquellas personas que puedan resultar afectadas con la 

decisión administrativa De esta forma, el debido proceso en materia 

administrativa busca en su realización obtener una actuación administrativa justa 

sin lesionar a determinado particular. Se busca también un equilibrio permanente 

en las relaciones surgidas del proceso y procedimiento administrativo, frente al 

derecho substancial y a los derechos fundamentales de las personas y la comunidad 

en general. Es así como la reiterada jurisprudencia trata sobre el tema: "La garantía 
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del debido proceso, plasmada en la Constitución colombiana como derecho 

fundamental de aplicación inmediata (artículo 85) y consignada, entre otras, en la 

Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (artículos 10 y 11), en la 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclamada el 

mismo año (artículo XXVI) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

(Pacto de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no consiste solamente en 

las posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, como 

parece entenderlo el juzgado de primera instancia, sino que exige, además, como 

lo expresa el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto 

que se imputa; la competencia de la autoridad judicial o administrativa que orienta 

el proceso; la aplicación del principio de favorabilidad en materia penal; el derecho 

a una resolución que defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones 

injustificadas; la ocasión de presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen 

en contra y, desde luego, la plena observancia de las formas propias de cada 

proceso según sus características" "El derecho al debido proceso es el conjunto de 

garantías que buscan asegurar a los interesados que han acudido a la 

administración pública o ante los jueces, una recta y cumplida decisión sobre sus 

derechos. El incumplimiento de las normas legales que rigen cada proceso 

administrativo o judicial genera una violación y un desconocimiento del mismo." (C-

339 de 1996). "El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo 

acto en el que se pretenda - legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. 

Constituye un límite al abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se 

considera un principio rector de la actuación administrativa del Estado y no sólo una 

obligación exigida a los juicios criminales.” "El debido proceso comprende un 

conjunto de principios, tales como el de legalidad, el del juez natural, el de 

favorabilidad en materia penal, el de presunción de inocencia y el derecho de 

defensa, los cuales constituyen verdaderos derechos fundamentales". "El debido 

proceso constituye un derecho fundamental de obligatorio cumplimiento para las 

actuaciones tanto judiciales como administrativas, para la defensa de los derechos 

de los ciudadanos, razón por la cual deben ser respetadas las formas propias del 

respectivo proceso. Lo anterior garantiza la transparencia de las actuaciones de las 

autoridades públicas y el agotamiento de las etapas previamente determinadas por 

el ordenamiento jurídico. Por ello los ciudadanos sin distinción alguna, deben gozar 

del máximo de garantías jurídicas en relación con las actuaciones administrativas y 

judiciales encaminadas a la observancia del debido proceso." (T- 078 de 1998). "La 

importancia del debido proceso se liga a la búsqueda del orden justo. No es 

solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo 

insinuó Lhering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo 

protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que 

respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la 

prueba, y, lo más importante: el derecho mismo. El debido proceso que se ampara 

con la tutela está ligado a las normas básicas constitucionales tendientes al orden 

justo (para ello nada más necesario que el respeto a los derechos fundamentales); 

11



ello implica asegurar que los poderes públicos constituidos sujeten sus actos 

(sentencias, actos administrativos) no solamente a las normas orgánicas 

constitucionales sino a los valores, principios y derechos y este sería el objeto de la 

jurisdicción constitucional en tratándose de la tutela". (T- 280 de 1998).  

Vulneración en el caso concreto 

 “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que 

se le imputa”, en consecuencia, el acto administrativo ley entre las partes, es 

el ACUERDO No. CSJBOA17-609 Viernes, 06 de octubre de 2017, quien 

estipula las prohibiciones y las obligaciones de parte, y de igual forma toda y 

cada una de las etapas y los objetos de las mismas., en razón de ello, se 

observa que de acuerdo a la causal de exclusión según la resolución No. 

CSJBOR21-556 del 20/05/2021 aplicada por segunda vez en mi contra es ; 

la causal de exclusión es la 3.6.2 “ no cumplir la experiencia mínima” en razón 

de “ No cumple con la experiencia mínima, toda vez que parte de la 

experiencia como judicante es concomitante con las labores ejercidas como 

representante legal de una fundación”. Es por ello, que presente mi recurso 

de reposición en subsidio de apelación para referirme estrictamente al 

fundamento utilizado en mi contra,  en esta misma resolución se debía dejar 

claro cuáles eran los fundamentos en el acuerdo ya mencionado, que 

prohibían o permitían experiencia relacionada concomitante, debido que 

dicho acuerdo es la norma precisa para dirimir conflictos, es así, que al no 

existir prohibición alguna respecto a lo que debe entender o acreditar como 

experiencia relacionada, toda y cada una de los documentos aportados como 

experiencia relacionada, solo debían acreditar como lo dice el acuerdo “lo 

que exige el acuerdo es que las funciones de los cargos guarden similitud” 

esto anterior de acuerdo a lo estipulado por el mismo Consejo Superior de la 

Judicatura en la RESOLUCIÓN No. CSJBOR21-800 06/07/2021 PAGINA 14 

(ANEXO ), es por ello, que es notable la vulneración al debido proceso, toda 

vez, que se aplica en mi contra prohibiciones que no existen en el acuerdo, 

violentando  “el ajuste a las normas preexistentes al acto que se imputa” 

y al no existir tal conducta reprochable o de exclusión no se me puede juzgar 

o excluir del concurso de méritos.  

 La existencia de la violación en el debido proceso respecto de las etapas 

estipuladas por el acuerdo ACUERDO No. CSJBOA17-609 Viernes, 06 de 

octubre de 2017, se encuentran estipuladas en el numeral 5 “ etapas del 

concurso” quien estipula que existen dos etapas, la primera etapa de 

selección y la segunda etapa clasificatoria, es asi, que respecto de la primera 

manifiesta el acuerdo, “Esta etapa tiene por objeto la escogencia de los 

aspirantes que harán parte de los correspondientes Registros Seccionales 

de Elegibles. Está conformada, con efecto eliminatorio, por las Pruebas de 

Conocimientos, Competencias, Aptitudes y/o Habilidades. (Artículos 164 -4 

LEAJ)”, es por ello, que de acuerdo a los actos administrativos resueltos por 
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el consejo superior de la judicatura estos son, RESOLUCION No. 

CSJBOR19-266 17 de mayo de 2019, resultado de pruebas de conocimiento, 

nos encontrábamos en la ejecución de la etapa de selección cuyo objeto  es 

la escogencia de los aspirantes que harán parte de los correspondientes 

Registros seccionales de elegibles, es así, que luego de lo estipulado en el 

acuerdo respecto al numeral “5.1.2  Notificación de Resultados de la Etapa 

de Selección” al quedar en firme dicho acto administrativo el día 28 de mayo 

de 2019 lo que debe proceder según el acuerdo era establecer el registro 

seccional de elegibles, y no, luego de 2 (dos) años, retrotraer nuevamente 

actuaciones que ya habían caducado como lo es verificación de requisitos 

mínimos, lo que conlleva a una dilatación injustificada en tiempo, que nunca 

acabaría, en consecuencia y en el caso concreto, excluir mi participación bajo 

los mismos argumentos de la resolución RESOLUCIÓN No. CSJBOR18-518 

23 de octubre de 2018, y que luego de mi reclamación el día 26 de octubre 

de 2018 con código EXTCSJBO18-3078 bajo el principio de la doble 

instancia, resolviera a mi favor el Consejo Superior de la Judicatura decidió 

de fondo, en la Resolución No. CSJBOR18-599 24 de diciembre de 2018 que 

si cumplía con todos los requisitos mínimos, por ese motivo, la violación al 

debido proceso y a un orden justo resulta inminente, debido a que he sido 

juzgado por mas dos veces, con los mimos hechos, las mismas partes y bajo 

la misma causal de exclusión.  

VIOLACION AL DEBIDO PROCESO RESPECTO AL CRONOGRAMA DE LA 

CONVOCATORIA “conformación de lista de elegibles para empleados de 

carrera de Tribunales, Juzgados y Centros de Servicio”.  

 Sentencia T-682/16 “De la anterior exposición se colige que constituye un 
imperativo para el Consejo Superior de la Judicatura cumplir los términos 
previstos para realizar los concursos en la rama judicial y, por consiguiente, 
dedicar sus esfuerzos a que se conforme la lista de elegibles con quienes 
hayan superado las etapas de clasificación y selección, tomando en cuenta 
que este registro tiene una vigencia de cuatro años. Es así como debe 
reglamentar, adoptar y ejecutar todas las medidas que considere pertinentes 
a efectos de cumplir lo señalado en la Ley Estatutaria de Justicia al 
respecto.Se requiere de las entidades administradoras un manejo diligente 
de las convocatorias y como quiera que el proceso especial de la carrera 
judicial de la Rama demanda de un proceso adicional como es el Curso de 
Formación Judicial, (cuya duración es aproximadamente un año), debe 
tenerse en cuenta dicha situación a efectos de crear un cronograma que no 
se extienda indefinidamente para los aspirantes, más cuando la normativa 
constitucional y legal impone que, en lo posible, el nombramiento de los 
funcionarios se realice con base en una lista de elegibles.Se vulnera el 
derecho del debido proceso cuando las autoridades administrativas 
encargadas de realizar los procesos de selección  no realizan convocatorias 
que, de manera precisa, y concreta señalen las condiciones, pautas 
procedimientos y presenten un cronograma definido para los aspirantes, 
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regla que viene siendo desconocida por el Consejo Superior de la Judicatura 
cuando no realiza los concursos y no planea y ejecuta procesos diligentes y 
eficaces tendientes a mantener una lista de elegibles a efectos de nombrar 
los funcionarios de la carrera judicial. Esto por cuanto el derecho de acceder 
a los cargos públicos deviene del cumplimiento de las normas legales y 
constitucionales que prevén la realización de procesos de selección”.  

 
 

En el caso concreto, se observa que el Consejo Superior de la Judicatura expide 
las pautas, termino y condiciones, colocando las fechas precisas y concretas 
para su desarrollo, esta se colgó en la pagina web con el siguiente 
linkhttps://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/14820695/CRONOGR
AMA+CONVOCATORIA+4/4977d01a-df56-4e4c-a5d5-da8634864bd8 , donde 
establece que la última actuación procesal se debía dar hasta el día 31 de marzo 
de 2020, en consecuencia cualquier modificación a los participantes admitidos a 
partir de esa fecha, es violatoria al debido proceso reconocido en la sentencia 
citada, no obstante, luego de muchos meses el mismo consejo superior de la 
judicatura coloca un nuevo cronograma a través del link  
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/14820695/Conograma+C
onvocatoria+4+Julio+2020.pdf/72b8909e-eae5-463d-bdfb-94a3c78a3e2b 
donde contrariando estipulaciones constitucionales y precedentes atribuidos al 
debido proceso respecto a los cronogramas se estipulo que el 9 de abril de 2021 
debía el Consejo Superior de la Judicatura “Notificar  de resolución que conforma 
Registros Seccionales de Elegibles”, debido a que esa nueva oportunidad 
procesal no había cumplido con lo estipulado ni en los acuerdos ni en su mismo 
cronograma, viola de forma precisa el debido proceso en cuanto cualquier 
actuación que atentara en contra de los derechos de los participantes admitidos 
no se podía tener en cuenta, toda vez que carece de transparencia en la función 
pública, es así, que a la fecha del nuevo calendario las etapas del presente 
concurso ya estaban finiquitadas, y no podía el Consejo Superior de la 
Judicatura retroceder nuevamente una y otra vez, actuaciones que ya habían 
caducado en el tiempo, agregando, que no podía dejar en incertidumbre por más 
tiempo, sin fundamento alguno., en pocas palabras, lo manifestado por la entidad 
en dicho cronograma esto es “El presente cronograma se realiza partiendo del 
hecho que la emergencia sanitaria definida en la Resolución no. 844 de 26 de 
mayo 2020 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, culmina el 
31 de agosto de 2020 y es susceptible de ajustes derivados de circunstancias 
sobrevinientes que impidan su ejecución”. Carece de fundamento toda vez que 
al día 26 de mayo de 2020 fecha que se digna la resolución No. 844 de 26 de 
mayo de 2020, la fecha del primer cronograma estipulado en el acuerdo ya había 
pasado más de un (2) mes contados a partir del día 31 de marzo de 2021. Pero 
de forma aún más lesiva en contra de los admitidos en el concurso estipula de 
forma abrupta una tercer fecha de cronograma agregando exclusiones de la lista 
de elegibles a sabiendas que existían dos cronogramas con plena vigencia que 
lo único que debía hacer era expedir la lista de elegibles todas vez que ya todas 
las etapas ya habían pasado según los calendarios, de buenas a primeras el día 
4 de enero de 2021 coloca un nuevo cronograma este es 
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https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/14820695/CRONOGRAM
A+FINAL+CONVOCATORIA+26++07.10.20.pdf/01ed90ce-f191-46fc-aeaf-
00e707aaedb8 , contrario toda disposición legal y constitucional, y sobre todo 
transparencia de las actuaciones de las actuaciones administrativas, bajo el 
entendido que para el consejo superior de la judicatura puede modificar cuantas 
veces quiera el cronograma, no solo una vez, si no, tres veces, estando en contra 
vía al precepto constitucional  “Frente al tema, la Sala Plena de la Corporación 
en sentencia SU-913 de 2009 determinó que: “(i) las reglas señaladas para las 
convocatorias son las leyes del concurso y son inmodificables, salvo que ellas 
sean contrarias a la Constitución, la ley o resulten violatorias de derechos 
fundamentales; (ii) a través de las reglas obligatorias del concurso, la 
administración se autovincula y autocontrola, en el sentido de que debe 
respetarlas y que su actividad en cada etapa se encuentra previamente 
regulada; (iii) se quebranta el derecho al debido proceso y se infiere un 
perjuicio cuando la entidad organizadora del concurso cambia las reglas 
de juego aplicables y sorprende al concursante que se sujetó a ellas de 
buena fe. En este punto, esta Sala de Revisión estima que si por factores 

exógenos las reglas del concurso varían levemente en alguna de sus etapas, las 
modificaciones que hacen parte integral de la convocatoria inicial, deben ser 
plenamente conocidas por los partícipes para que de esta forma se satisfagan 
los principios de transparencia y publicidad que deben regir las actuaciones de 
la administración y no se menoscabe la confianza legítima que los participantes 
han depositado en los parámetros fijados para acceder a un cargo de carrera 
administrativa; y, (iv) cuando existe una lista de elegibles que surge como 
resultado del agotamiento de las etapas propias del concurso de méritos, la 
personas que ocupa en ella el primer lugar detenta un derecho adquirido en los 
términos del artículo 58 Superior, que no puede ser desconocido. 

 

En razón de lo anterior, cualquier actuación que esté en contra de los participantes 

admitidos, que lo único que esperan es la publicación de la lista de elegibles, atenta 

tajantemente contra el art. 29 y el art.2 de la Constitución “tener un orden justo”. 

Sumado a que el presente concurso llevas más 5 años.  

 

2.3. Igualdad. 

Sentencia T-682/16 – MAGISTRADO PONENTE: GABRIEL EDUARDO 

MENDOZA MARTELO  

 

 

CONVOCATORIA EN CONCURSO DE MERITOS DEL REGIMEN 
ESPECIAL DE LA RAMA JUDICIAL-Norma que reglamenta las condiciones 
y los procedimientos que deben cumplir y respetar tanto los participantes como 
la administración 
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La convocatoria en el concurso público de méritos es la norma que de manera fija, 
precisa y concreta reglamenta las condiciones y los procedimientos que deben 
cumplir y respetar tanto los participantes como la administración. Son reglas 
inmodificables, que tienen un carácter obligatorio, que imponen a la administración 
y a los aspirantes el cumplimiento de principios como la igualdad y la buena fe. 
Las reglas del concurso autovinculan y controlan a la administración, y se vulnera el 
derecho del debido proceso cuando la entidad organizadora del concurso cambia 
las reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que se sujetó a ellas de 
buena fe. Solo en casos excepcionales, y por “factores exógenos”, como señala el 
precedente de la Corporación, cuando se varían las etapas o normas, dicha 
modificación debe ser publicitada a los participantes. Reglas que deben ser precisas 
y concretas, con el fin de que los aspirantes tengan un mínimo de certeza frente 
a las etapas del proceso de selección y la duración de las mismas, que no los 
someta a una espera indefinida y con dilaciones injustificadas. 
 
VULNERACION EN CASO CONCRETO  
 

 De acuerdo a lo manifestado por el consejo superior de la judicatura en la 

resolución RESOLUCION No. CSJBOR21-556 20/05/2021, la causal de 

exclusión es la 3.6.2. “No acreditar los requisitos mínimos exigidos para el 

cargo de aspiración” argumentando” toda vez que “No cumple con la 

experiencia mínima, toda vez que parte de la experiencia como judicante es 

concomitante con las labores ejercidas como representante legal de una 

fundación.” En consecuencia, el problema jurídico versa sobre lo que se debe 

entender como experiencia relacionada, más exactamente si existía o no 

prohibición algún respecto de permitir o no experiencia concomitante, es así, 

que el consejo superior de la judicatura debía aclarar al participante cual era 

la normal del acuerdo que no lo permitía, en razón de ello, luego de 

presentando los recursos de ley en contra de la presente resolución, la 

entidad dio respuesta a los recursos de ley, resoluciones No. No. 

CSJBOR21-798 y resolución CJR21-0266, encontrando que dicho problema 

jurídico nunca fue resuelto, ni tampoco se plasmó en dichas resoluciones 

normas aplicables en el caso concreto, en razón de ello, y fruto de una 

investigación, el consejo superior de la judicatura en otra resolución del 

mismo concurso de méritos, resolviendo un recurso de reposición de uno de 

los participantes, si resolvió la conjetura de que se debe entender como 

experiencia relacionado, dicha resolución es No. CSJBOR21-800 “por medio 

del cual se decide uno de los recursos de reposición contra la resolución No. 

CSJBOR21-556 del 20/05/2021, quien la define en la página 14 como 

“Teniendo en cuenta que lo que se discute es el segundo requisito, considera 

la seccional que no debió excluirse, en cuanto el cargo requiere una 

experiencia relacionada, que es definida en el acuerdo de convocatoria como 

aquella adquirida en el ejercicio de empleos que tengan funciones similares 

a las del cargo a proveer, independiente del momento en 
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que se adquirió la misma.  Bajo las premisas contenidas en el acuerdo de 

convocatoria, la experiencia relacionada puede ser adquirida en cualquier 

momento, por lo que mal haría la seccional en no validar tal certificación 

porque para aquella época el estudiante no tenía el título profesional de 

abogado, cuando lo que exige el acuerdo es que las funciones de los cargos 

guarden similitud”. En consecuencia de ese postulado, se me vulnera el 

derecho a la igualdad toda vez que se me aplica un concepto diferente, que 

no está en el acuerdo, para excluirme del concurso de méritos, y se deja de 

un lado el concepto que tiene el consejo superior la judicatura con lo que se 

entiende como experiencia relacionada, es decir, que no existe prohibición 

de presentar experiencia concomitante, continua o discontinua, toda vez que 

lo que se valida es que las funciones de los cargos guarden similitud según 

los dicho por la propia entidad, es por ello, que suplico que se me reconozcan 

los mismos derechos a quienes se hallen en una misma situación de hecho 

prevista en la ley., tal postulado se sostiene en la Sentencia C-816/11 “La 

Constitución dispone que “ninguna autoridad del Estado podrá ejercer 

funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la Ley” (CP, 

121).  Específicamente, las autoridades administrativas -como todo servidor 

público- toman posesión del cargo jurando “cumplir y defender la 

Constitución” y ejercen sus funciones “en la forma prevista en la Constitución, 

la ley y el reglamento” (CP 122 y 123.2). Así, la idea del Estado de Derecho 

se concreta para la administración en el principio de legalidad, según el cual 

la actividad administrativa se halla sometida a las normas superiores del 

ordenamiento jurídico, no pudiendo hacer u omitir sino aquello que le está 

permitido por la Constitución, la Ley y los Reglamentos pertinentes. La 

efectividad de tal principio, como deber ser, busca asegurarse a través del 

control de legalidad, en prevención de actuaciones ilegales o arbitrarias del 

Poder Ejecutivo o de las autoridades que realizan la función administrativa. 

Respecto del poder judicial, la Constitución ha dispuesto el funcionamiento 

“autónomo” de la administración de justicia y ha instruido a los servidores 

judiciales que “sus actuaciones son independientes” (CP, art 228).  En cuanto 

a los jueces, la Carta Política repite el mandato superior de subordinación al 

orden jurídico, disponiendo para ellos que en sus providencias “sólo están 

sometidos al imperio de la ley” (CP  230). Tal aserto lo reitera el inciso 

segundo de la misma norma superior, referido a la “jurisprudencia” -junto con 

la doctrina,  la equidad y los principios generales del derecho- como “criterios 

auxiliares” del ejercicio de la función judicial”., En razón de lo anterior, se 

limita las actuaciones de autoridades administrativas cuando ejercer 

funciones jurisdiccionales y se castiga el exceso contra el administrado, en 

este caso, no se me ha aplicado trato igualitario frente a los demás 

participantes, toda vez, que he sido juzgado o sancionado, por más de dos 

veces, por los mismos hechos, las mismas partes y la misma causal de 

exclusión, agregando, que también existe una vulneración de igualdad 

17



jurídica frente a lo decido en la resolución No. CSJBOR21-800 pagina 14 

resuelto a favor de una participante, respeto a lo resuelto en el caso concreto 

en mi contra, toda vez que no se aplican los mismos criterios, es así. que 

debe primar la igualdad jurídica “ El derecho consagrado en el artículo 13 de 

la Constitución es desconocido de manera abierta, muy específicamente en 

cuanto atañe a la igualdad de oportunidades, toda vez que se otorga trato 

preferente y probadamente injustificado a quien se elige, y trato peyorativo a 

quien es rechazado no obstante el mérito demostrado. Como lo ha sostenido 

la doctrina constitucional, las personas que se encuentran en una misma 

situación deben ser tratadas de idéntica manera, al paso que las hipótesis 

diversas han de ser objeto de medidas y decisiones diferentes, acordes con 

los motivos que objetivamente correspondan a la diferencia. Con mayor 

razón, si en el caso específico una de ellas se encuentra en condiciones que 

la hacen merecedora, justificadamente y según la Constitución, de un trato 

adecuado a esa diferencia, resulta quebrantado su derecho a la igualdad si 

en la práctica no solamente se le niega tal trato sino que, pasando por encima 

del criterio jurídico que ordena preferirlo, se otorga el puesto que le 

correspondería a quien ha demostrado un nivel inferior en lo relativo a las 

calidades, aptitud y preparación que se comparan” Sentencia C-816/11. 

"El concepto genérico de igualdad encuentra uno de sus desarrollos específicos en 

la llamada igualdad de oportunidades, que, sin desconocer las reales e 

inmodificables condiciones de desequilibrio fáctico, social y económico en medio de 

las cuales se desenvuelve la sociedad, exige de la autoridad un comportamiento 

objetivo e imparcial en cuya virtud, en lo que respecta a las condiciones y requisitos 

que ellas pueden fijar, otorguen las mismas prerrogativas y posibilidades a todos 

aquellos que tienen una determinada aspiración (ingreso a una plaza de trabajo o 

estudio, ascenso dentro de una carrera, reconocimiento de una dignidad o estímulo, 

culminación de un proceso académico, etc)". (Cfr. Corte Constitucional. Sala Quinta 

de Revisión. Sentencia T-624 del 15 de diciembre de 1995). 

En diversas sentencias donde la Corte Constitucional ha determinado que la 

igualdad es un concepto multidimensional pues es reconocido como un principio, un 

derecho fundamental y una garantía. De esta manera, la igualdad puede 

entenderse a partir de tres dimensiones: i) formal, lo que implica que la legalidad 

debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos los sujetos contra 

quienes se dirige; y, ii) material, en el sentido garantizar la paridad de 

oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de discriminación que implica 

que el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de 

criterios sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen 

étnico, identidad de género, religión y opinión política, entre otras.  
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2.4. Principio de legalidad administrativa.  

Sentencia C-710/01. El principio constitucional de la legalidad tiene una doble 

condición de un lado es el principio rector del ejercicio del poder y del otro, es el 

principio rector del derecho sancionador. Como principio rector del ejercicio del 

poder se entiende que no existe facultad, función o acto que puedan desarrollar los 

servidores públicos que no esté prescrito, definido o establecido en forma expresa, 

clara y precisa en la ley. Este principio exige que todos los funcionarios del Estado 

actúen siempre sujetándose al ordenamiento jurídico que establece la Constitución 

y lo desarrollan las demás reglas jurídicas. Sentencia C-412/15. El principio de 

legalidad exige que dentro del procedimiento administrativo sancionatorio la 

falta o conducta reprochable se encuentre tipificada en la norma -lex scripta- 

con anterioridad a los hechos materia de la investigación-lex previa. En materia de 

derecho sancionatorio el principio de legalidad comprende una doble garantía, a 

saber: material, que se refiere a la predeterminación normativa de las 

conductas infractoras y las sanciones; y, formal, relacionada con la exigencia 

de que estas deben estar contenidas en una norma con rango de ley, la cual 

podrá hacer remisión a un reglamento, siempre y cuando en la ley queden 

determinados los elementos estructurales de la conducta antijurídica. Esto se 

desprende del contenido dispositivo del inciso 2° del artículo 29 de la Constitución 

Política que establece el principio de legalidad, al disponer que “nadie podrá ser 

juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se imputa (…)”, 

es decir, que no existe pena o sanción si no hay ley que determine la legalidad de 

dicha actuación, ya sea por acción u omisión. Sentencia 00128 de 2016 Consejo de 

Estado. Uno de los elementos definitorios del Estado moderno es la sujeción de sus 

autoridades al principio de legalidad. La idea de que el ejercicio del poder no puede 

corresponder a la voluntad particular de una persona, sino que debe obedecer al 

cumplimiento de normas previamente dictadas por los órganos de representación 

popular, es un componente axiológico de la Constitución Política de 1991, en la cual 

se define expresamente a Colombia como un Estado social de derecho (artículo 1) 

basado en el respeto de las libertades públicas y la defensa del interés general 

(artículo 2). Esta declaración de principios a favor del respeto por la legalidad se 

refleja directamente en varias otras disposiciones constitucionales según las cuales 

(i) los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes 

y por omisión o extralimitación de funciones (artículo 6); (ii) ninguna autoridad del 

Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuye la Constitución y la 

ley (artículo 121); y (iii) no habrá empleo público que no tenga funciones detalladas 

en la ley o el reglamento. (…) De este modo, el principio constitucional de legalidad 

exige que la actuación de las diferentes autoridades públicas tenga una cobertura 

normativa suficiente o, lo que es lo mismo, esté basada en una norma habilitante de 

competencia, que confiera el poder suficiente para adoptar una determinada 

decisión. Como señala García de Enterría, en virtud del principio de legalidad el 

ordenamiento jurídico “otorga facultades de actuación, definiendo cuidadosamente 

sus límites”, de modo que “habilita a la Administración para su acción confiriéndole 
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al efecto poderes jurídicos”. (…) Precisamente, al no ser la competencia un 

elemento accidental o superfluo de los actos administrativos, su inobservancia 

afecta la validez de la decisión y en ese sentido constituye causal de nulidad de los 

actos administrativos (artículo 137 CPACA). Por tanto, para resolver el asunto 

consultado será necesario tener en cuenta que la competencia administrativa debe 

ser expresa y suficiente en sus diferentes componentes -funcional, territorial y 

temporal-, que las autoridades no pueden auto-atribuírsela y que tampoco les será 

lícito asumir aquella que corresponda a otra entidad. Como se ha visto, una decisión 

adoptada sin competencia atenta directamente contra el principio constitucional de 

legalidad y permite activar los mecanismos existentes para su expulsión del 

ordenamiento jurídico.  

2.5. Exceso ritual manifiesto. 

 Sentencia 00537 de 2018 Consejo de Estado. La Corte Constitucional ha definido 

el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto como aquel que se presenta 

cuando “un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un 

obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus 

actuaciones devienen en una denegación de justicia. (Sentencia T-024 del 17 

de enero de 2017).  

 

VIOLACION EN EL CASO CONCRETO  

Si el objeto del concurso de méritos es la escogencia de aquellas personas que 

demuestren tener aptitudes y actitudes propias para el cargo ley 270 del 1996, 

quienes con anterioridad han sido valorados en prueba escrita y cuya participación 

de manera personal ha resultado ser admitido de acuerdo a la resolución   No. 

CSJBOR19-266 17 de mayo de 2019, encontrándonos en la etapa final de la etapa 

de selección, resultado inconveniente e inconstitucional establecer resoluciones que 

priven al derecho de obtener cargos públicos a sabiendas que en el caso en 

concreto no existía prohibición alguna de presentar experiencia relaciona 

concomitante esto conforme al acuerdo ACUERDO No. CSJBOA17-609 Viernes, 

06 de octubre de 2017 y una resolución No. CSJBOR21-800, que habla de que 

se debía valorar para corroborar experiencia relacionada, es asi, que utiliza el 

consejo superior de la judicatura procedimientos que terminan siendo un obstáculo 

para la eficacia del derecho sustancia aplicable este es, ley 270 de 1996, 

agregando, que en las resoluciones que me excluyen deniegan tajantemente, que 

existía previos conceptos favorables en más de 3 actos administrativos a mi favor, 

y más en concreto la resolución  No. CSJBOR18-599 24 de diciembre de 2018, que 

definía de fondo mi participación en el presente concurso, toda vez, que se me había 

excluido, presente mis recursos de ley y se me atribuyo por parte del consejo 

superior de la judicatura que si cumplía con los requisitos mínimos estipulados en 

el acuerdo, a sabiendas de todo esto, la misma entidad en mi contra hace un uso 

excesivo de procedimientos conociendo que se me aplicaba el principio 
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constitucional nom bis in ídem, para dejarme fuera una y otra vez, y que además se 

me aplicaba por derecho a la igualdad la aplicabilidad del concepto utilizado en la 

resolución No. CSJBOR21-800 pagina 14, y aun así, persiste una persecución en 

mi contra, tanto es ello, que hoy con profunda tristeza tengo que decir que estoy por 

fuera del concurso.  

2.6. Prevalencia del derecho sustancial frente a lo formal. 

Por su parte, el artículo 228 de la Constitución Política consagra el principio de 

prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, que propende porque las normas 

procesales sean el medio que permita concretar o efectivizar los derechos 

sustanciales de los ciudadanos. 

2.7. Principio de transparencia en el concurso de méritos. Sentencia C-878/08: 

"[...] el principio de transparencia de la actividad administrativa se empaña si 

en contravía de las legítimas expectativas del aspirante, su posición en el 

concurso se modifica durante su desarrollo; el principio de publicidad (art. 

209 C.P.) se afecta si las reglas y condiciones pactadas del concurso se modifican 

sin el consentimiento de quien desde el comienzo se sujetó a ellas; los principios de 

moralidad e imparcialidad (ídem) de la función administrativa se desvanecen por la 

inevitable sospecha de que un cambio sobreviniente en las reglas de juego no 

podría estar motivado más que en el interés de favorecer a uno de los concursantes; 

el principio de confianza legítima es violentado si el aspirante no puede 

descansar en la convicción de que la autoridad se acogerá a las reglas que ella 

misma se comprometió a respetar; se vulnera el principio de la buena fe (art. 83 

C.P.) si la autoridad irrespeta el pacto que suscribió con el particular al diseñar las 

condiciones en que habría de calificarlo; el orden justo, fin constitutivo del Estado 

(art. 22 C.P.), se vulnera si la autoridad desconoce el código de comportamiento 

implícito en las condiciones de participación del concurso, y, en fin, distintos 

principios de raigambre constitucional como la igualdad, la dignidad humana, el 

trabajo, etc., se ven comprometidos cuando la autoridad competente transforma las 

condiciones y requisitos de participación y calificación de un concurso de estas 

características. Adicionalmente, el derecho que todo ciudadano tiene al acceso a 

cargos públicos, consagrado en el artículo 40 constitucional, se ve vulnerado si 

durante el trámite de un concurso abierto, en el que debe operar el principio de 

transparencia, se modifican las condiciones de acceso y evaluación..." 

 

VULNERACION EN EL CASO CONCRETO  

 

 El efecto que se produce desde el inicio de la convocatoria, cuando la entidad 

en uso de sus facultades jurisdiccionales manifiesta que luego de ser 

aprobado el acuerdo, el primero acto administrativo este es RESOLUCIÓN 
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No. CSJBOR18-518 23 de octubre de 2018, quien decide la admisión de 

los participantes, decide, excluirme y dar la oportunidad de igual forma de 

presentar recursos o solicitud de revisión de los documentos para acreditar 

los requisitos exigidos en el acuerdo, en consecuencia de eso, presente mi 

recurso el  día 26 de octubre de 2018 con código EXTCSJBO18-3078, y en 

razón de este, el consejo superior de la judicatura bolívar, expide el segundo 

acto administrativo Resolución No. CSJBOR18-599 24 de diciembre de 2018, 

donde decide de fondo incluirme toda vez que cumplo todos y cada uno de 

los requisitos mínimos del acuerdo, para seguir en concurso, hasta ese 

momento dichos actos administrativos, se encuentran amparados bajo el 

principio de confianza legítima, buena fe, principio de publicidad y 

transparencia constitucional, creando una situación de tranquilidad en mi 

persona, que si estoy ajustado a los requisitos de ley y del acuerdo, para 

seguir en concurso, producto de lo que se aplica en estos caso, este es, nom 

bin in ídem, que da la certeza jurídica que ninguna otra entidad podrá 

retrotraer o juzgar nuevamente bajo los mismo hechos, consecutivamente, el 

tercer acto administrativo RESOLUCION No. CSJBOR19-266 17 de mayo de 

2019, deja en firme mi posición de admitido para conformar la lista de 

elegibles, toda vez, que tengo todas las garantías y presupuestos procesales 

para dicha actuación, agregando que de acuerdo al cronograma del 

08/08/2019 publicado por el consejo superior de la judicatura las actividades 

para la fecha 31 de marzo del 2020, ya tendría que estar conformada por 

medio de acto administrativo la lista de elegibles, según mis expectativas ya 

no como participante si no, como admitido dentro del concurso, no obstante, 

nuevamente el mismo consejo superior de la judicatura sorpresivamente en 

contra via de la transparencia, el dia  4 de julio del 2020 saca otro cronograma 

de actividades, creando nuevas situaciones y modificando actuaciones y 

etapas que ya habían pasado, no importando lo anterior, crean nuevamente 

otra expectativa que el día 26 de marzo de 2021 se publicaría la lista de 

elegibles, por medio de acto administrativo, cosa que nunca paso, dejando 

desechadas mis aspiraciones como admitido para conformar la lista de 

elegibles, y aún más gravoso viola las reglas que ellos mismos han generado 

que debían respetar, a todas estas, las etapas del concurso se había 

supeditado en el tiempo, tanto así, que ya habían pasado  más de 4 años y 

las expectativas aún seguían vigente, pero para agregar algo más gravoso e 

incólume, nuevamente el día 4 de enero de 2021, saca otro cronograma que 

decía que el día 24 de mayo del 2021 se publicaría la lista de elegibles de 

cada uno de los cargos en razón del acuerdo,  pero en mi caso en concreto 

nunca paso, pues agrega otro acto administrado después de esa fecha, 

donde se me excluía por los mismo hechos, la misma causal, la misma razón 

y las mismas partes, del presente concurso, quedando mi persona 

anonadado por la ruptura de las expectativas creadas en años del concurso, 

es así, que va en contra vía por lo manifestado en la sentencia de tutela antes 
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mencionada Sentencia C-878/08, es por ello, que si se permite la violación 

de estos principios y derechos constitucionales se rompería con todo los 

plasmado por las altas cortes cuando la violación es innegable.  

 

3. PRINCIPIO NON BIS IN IDEM 

Sentencia C-088/02 
 

Esta prohibición del doble enjuiciamiento, o principio del non bis in ídem, 

busca evitar que las personas estén sujetas a investigaciones permanentes 

por un mismo acto.  Esta Corte ha reconocido además que en el 

constitucionalismo colombiano, este principio no se restringe al ámbito penal 

sino que “se hace extensivo a todo el universo del derecho sancionatorio del 

cual forman parte las categorías del derecho penal delictivo, el derecho 

contravencional, el derecho disciplinario, el derecho correccional, el derecho 

de punición por indignidad política (impeachment) y el régimen jurídico 

especial ético - disciplinario aplicable a ciertos servidores públicos (pérdida de 

investidura de los Congresistas)”. Sin embargo, la prohibición del doble 

enjuiciamiento no excluye que un mismo comportamiento pueda dar lugar a 

diversas investigaciones y sanciones, siempre y cuando éstas tengan distintos 

fundamentos normativos y diversas finalidades. Esta Corte ha precisado que 

el non bis in ídem veda es que exista una doble sanción, cuando hay 

identidad de sujetos, acciones, fundamentos normativos y finalidad y 

alcances de la sanción. Alcance-El principio non bis in idem prohíbe que una 

persona, por el mismo hecho, (i) sea sometida a juicios sucesivos o (ii) le sean 

impuestas varias sanciones en el mismo juicio, salvo que una sea tan solo 

accesoria a la otra.  

 

 Sentencia C-870/02 

“La función - de este derecho, conocido como el principio non bis in idem, es la de 
evitar que el Estado, con todos los recursos y poderes a su disposición, trate varias 
veces, si fracasó en su primer intento, de castigar a una persona por la 
conducta por él realizada, lo cual colocaría a dicha persona en la situación 
intolerable e injusta de vivir en un estado continuo e indefinido de ansiedad e 
inseguridad. Por eso, éste principio no se circunscribe a preservar la cosa juzgada 
sino que impide que las leyes permitan, o que las autoridades busquen por los 
medios a su alcance, que una persona sea colocada en la situación descrita”. 
 

 hubo una decisión definitiva dentro del procedimiento 
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4. COSA JUZGADA-Definición 
 
Sentencia C-100/19 

  
“La cosa juzgada es una institución jurídico procesal mediante la cual se otorga a 
las decisiones plasmadas en una sentencia y en algunas otras providencias, el 
carácter de inmutables, vinculantes y definitivas. Los citados efectos se conciben 
por disposición expresa del ordenamiento jurídico para lograr la terminación 
definitiva de controversias y alcanzar un estado de seguridad jurídica”. 
 

COSA JUZGADA-Efectos 

  
En primer lugar, los efectos de la cosa juzgada se imponen por mandamiento 
constitucional o legal derivado de la voluntad del Estado, impidiendo al juez su libre 
determinación, y en segundo lugar, el objeto de la cosa juzgada consiste en dotar 
de un valor definitivo e inmutable a las providencias que determine el ordenamiento 
jurídico. Es decir, se prohibe a los funcionarios judiciales, a las partes y 
eventualmente a la comunidad, volver a entablar el mismo litigio. 
 

COSA JUZGADA-Funciones negativa y positiva 
  
La cosa juzgada tiene como función negativa, prohibir a los funcionarios judiciales 
conocer, tramitar y fallar sobre lo resuelto, y como función positiva, dotar de 
seguridad a las relaciones jurídicas y al ordenamiento jurídico 

COSA JUZGADA-Efectos inter partes o erga omnes 

  
La fuerza vinculante de la cosa juzgada se encuentra limitada a quienes plasmaron 
la litis como parte o intervinientes dentro del proceso, es decir, produce efecto Inter 
partes. No obstante, el ordenamiento jurídico excepcionalmente le impone a ciertas 
decisiones efecto erga omnes, es decir, el valor de cosa juzgada de una providencia 
obliga en general a la comunidad, circunstancia que se establece en materia penal 
y constitucion 
 

COSA JUZGADA-Efectos procesales y sustanciales 
  
Al operar la cosa juzgada, no solamente se predican los efectos procesales de la 
inmutabilidad y definitividad de la decisión, sino que igualmente se producen efectos 
sustanciales, consistentes en precisar con certeza la relación jurídica objeto de 
litigio. 
 
Para que una decisión alcance el valor de cosa juzgada se requiere: 
  

-        Identidad de objeto, es decir, la demanda debe versar sobre la misma 
pretensión material o inmaterial sobre la cual se predica la cosa juzgada. Se 
presenta cuando sobre lo pretendido existe un derecho reconocido, declarado o 

modificado sobre una o varias cosas o sobre una relación jurídica. Igualmente se 
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predica identidad sobre aquellos elementos consecuenciales de un derecho que no 

fueron declarados expresamente. 
         
-        Identidad de causa petendi, esto es, la demanda y la decisión que hizo tránsito 

a cosa juzgada deben tener los mismos fundamentos o hechos como sustento. 
Cuando además de los mismos hechos, la demanda presenta nuevos elementos, 
solamente se permite el análisis de los nuevos supuestos, caso en el cual, el juez 

puede retomar los fundamentos que constituyen cosa juzgada para proceder a fallar 
sobre la nueva causa. 
         

-        Identidad de partes, lo que implica que al proceso deben concurrir las mismas 
partes e intervinientes que resultaron vinculadas y obligadas por la decisión que 
constituye cosa juzgada. 
 
 
Sentencia C-382/08 

PRINCIPIO DE COSA JUZGADA-Característica de las decisiones judiciales y 
administrativas/PRINCIPIO DE COSA JUZGADA-No tiene carácter absoluto 

  
Una de las características de las decisiones judiciales y administrativas es su 
firmeza, lo cual conlleva a que éstas adquieran un carácter definitivo y a que lo 
decidido en ellas no pueda ser nuevamente debatido. La importancia de la firmeza 
o alcance de la cosa juzgada de las decisiones judiciales y administrativas, ha sido 
destacada por la Corte señalando que Razones de interés general y seguridad 
jurídica, relacionadas con el mantenimiento del orden público, la paz social y la 
garantía de los derechos ciudadanos, imponen que los procesos se decidan de 
manera definitiva y que necesariamente deban finalizar o concluir en un cierto 
momento procesal, lo que en principio justifica el efecto de cosa juzgada. No 
obstante, a pesar de su importancia, la cosa juzgada no puede entenderse como un 
principio absoluto pues en determinadas ocasiones puede llegar a colisionar con la 
justicia material del caso concreto, siendo necesario disminuir o desconocer sus 
efectos para evitar que prevalezca una injusticia. 
 
 
VIOLACION EN CASO CONCRETO  
 

1. Los presupuestos procesales que se necesita para que no se viole el principio 

de nombis in ídem, se demuestra en el caso en concreto con la secuencia 

histórica de las siguientes resoluciones o hechos; 1) viernes 06 de octubre 

de 2017 el Consejo Superior de la Judicatura Consejo Seccional de la 

Judicatura de Bolívar mediante ACUERDO No. CSJBOA17-609 viernes, 

06 de octubre de 2017. 2) RESOLUCIÓN No. CSJBOR18-518 23 de 

octubre de 2018. 3) solicitud y/o recurso de ley presentado por mi 

persona en contra de la resolución anterior, el día 26 de octubre de 2018 

con código EXTCSJBO18-3078. 4) Resolución No. CSJBOR18-599 24 de 

diciembre de 2018 el Consejo Superior de la Judicatura Consejo 
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Seccional de la Judicatura de Bolívar “Por medio de la cual se modifica 

la Resolución CSJBOR18-518. Es así, que luego de estar admitido en el 

presente concurso, presento mis pruebas escritas, obteniendo un puntaje de 

admisión que me deja dentro de los primeros 3 puestos de la convocatoria 

de acuerdo a la resolución 5) No. CSJBOR19-266 17 de mayo de 2019., 

consecuencialmente, luego de más dos (2) años, se expide una nueva 

resolución que me excluye esta es 6) No. CSJBOR21-556 del 20/05/2021, 

donde exactamente se me juzga o se me sanciona por los mismos hechos, 

partes y argumentos, en conclusión, las resoluciones RESOLUCIÓN No. 

CSJBOR18-518 23 de octubre de 2018. Y No. CSJBOR21-556 del 

20/05/2021, al ser idénticas en fundamentos y hechos, y al existir una 

decisión de fondo Resolución No. CSJBOR18-599 24 de diciembre de 

2018, “veda que exista una doble sanción, cuando hay identidad de 

sujetos, acciones, fundamentos normativos y finalidad y alcances de la 

sanción”. Obteniendo como resultado “si fracasó en su primer intento, de 

castigar a una persona por la conducta por él realizada, no podrá 

nuevamente ser sancionada, porque lo colocaría a dicha persona en la 

situación intolerable e injusta de vivir en un estado continuo e indefinido de 

ansiedad e inseguridad.  

El carácter de inmutables, vinculantes y definitivas que se obtiene en fundamento 
de los efectos de cosa juzgada obedecen Identidad de objeto, “la exclusión del 
concurso de méritos” Identidad de causa petendi, la misma causal de exclusión 
3.6.2” Identidad de partes, consejo superior de la judicatura vs mi persona will 
enrique blanco beltran”. Sentencia C-382/08 “Una de las características de las 

decisiones judiciales y administrativas es su firmeza, lo cual conlleva a que éstas 
adquieran un carácter definitivo y a que lo decidido en ellas no pueda ser 
nuevamente debatido., de ahí que se tenga que acudir a lo que dice la ley sustancial 
ley 1437 de 2011 (CPACA) de la firmeza de los actos administrativos ARTÍCULO 
87. FIRMEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Los actos administrativos 
quedarán en firme: 1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día 
siguiente al de su notificación, comunicación o publicación según el caso. Tal como 
sucedió en la decisión de fondo en la resolución No. CSJBOR18-599 24 de 
diciembre de 2018 y más aún cuando es una resolución que decide de base a la 
controversia entre la partes, por lo tanto, cualquier acto administrativo y/o resolución 
bajo los mismo entendidos posteriorno se debe tener en cuenta ya que dicha 
resolución a mi favor se fundamenta bajo el principio de buena fe y confianza 

legítima.  

5. Derecho a acceder a cargos públicos  

 

Sentencia T-257 de 2012 

Sentencia T-682/16 
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ACCION DE TUTELA EN CONCURSO DE MERITOS-Procedencia excepcional 

cuando a pesar de existir otro medio de defensa judicial, éste no resulta idóneo para 
evitar un perjuicio irremediable. 

En relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, la 
jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que, en principio, la acción de tutela 
debe declararse improcedente. No obstante lo anterior, el precedente de la Corte 
ha señalado que los medios de control de la jurisdicción contencioso 
administrativa, bien sea a través de la acción electoral, de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho o de la acción de reparación directa, no son los 
mecanismos idóneos y eficaces, en razón del prolongado término de duración que 
este tipo de procesos pudiese tener. 

PROCESO DE SELECCION EN CONCURSO DE MERITOS DE LA RAMA 
JUDICIAL-Alcance del artículo 164 de la ley 270/96 
  

La Ley 270 de 1996 señala que la carrera judicial tiene como fundamento el carácter 
profesional de funcionarios y empleados, la eficacia de su gestión, la garantía de 
igualdad en las posibilidades de acceso a la función para todos los ciudadanos aptos 
al efecto y la consideración del mérito como fundamento principal para el ingreso, 
la permanencia y la promoción en el servicio. A efectos de ocupar los cargos de 
carrera en la rama judicial, se requiere, además de los requisitos de ley, haber 
superado satisfactoriamente el proceso de selección aprobado en las evaluaciones 
previstas en la ley y de conformidad con los reglamentos que expida el Consejo 
Superior de la Judicatura 

CONCURSO DE MERITOS DE LA RAMA JUDICIAL-Etapas de selección y 

clasificación 
  
El concurso de méritos comprende dos etapas: La selección y clasificación. La etapa 
de selección tiene por objeto la escogencia de los aspirantes que harán parte del 
correspondiente registro de elegibles y estará integrada por el conjunto de pruebas 
que, con sentido eliminatorio, señale y reglamente la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura. La etapa de clasificación tiene por finalidad 
establecer el orden de registro según el mérito de cada concursante elegible, 
asignándosele a cada uno un lugar dentro del registro para cada clase de cargo y 
de especialidad 
 

CONVOCATORIA EN CONCURSO DE MERITOS DEL REGIMEN 
ESPECIAL DE LA RAMA JUDICIAL-Norma que reglamenta las condiciones 

y los procedimientos que deben cumplir y respetar tanto los participantes como 
la administración 

  
La convocatoria en el concurso público de méritos es la norma que de manera fija, 
precisa y concreta reglamenta las condiciones y los procedimientos que deben 
cumplir y respetar tanto los participantes como la administración. Son reglas 
inmodificables, que tienen un carácter obligatorio, que imponen a la administración 
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y a los aspirantes el cumplimiento de principios como la igualdad y la buena fe. Las 
reglas del concurso autovinculan y controlan a la administración, y se vulnera el 
derecho del debido proceso cuando la entidad organizadora del concurso cambia 
las reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que se sujetó a ellas de 
buena fe. Solo en casos excepcionales, y por “factores exógenos”, como señala el 
precedente de la Corporación, cuando se varían las etapas o normas, dicha 
modificación debe ser publicitada a los participantes. Reglas que deben ser precisas 
y concretas, con el fin de que los aspirantes tengan un mínimo de certeza frente a 
las etapas del proceso de selección y la duración de las mismas, que no los someta 
a una espera indefinida y con dilaciones injustificadas. 
 

2.2. De conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo No. PSAA13-9939 del 25 de 
junio de 2013, la convocatoria comprende las etapas de: (i) Concurso de méritos; 
(ii) Conformación del Registro Nacional de Elegibles; (iii) Elaboración de listas de 
candidatos;  iv) Nombramiento y v) Confirmación. El concurso de méritos se 
compone de la Fase I, la Prueba de Conocimientos y Psicotécnica y la Fase II, Curso 
de Formación Judicial. 
  
 
La convocatoria como ley del concurso y el derecho fundamental al debido 
proceso administrativo en los concursos de méritos. Reiteración Sentencia 

T-682/16 

  
5.1. Como se ha expuesto en las líneas que anteceden, el principio del mérito 
constituye una de las bases del sistema de carrera, en consecuencia, es el sustento 
de todo proceso de selección.  Persigue asegurar la eficiencia de la administración, 
así como garantizar el acceso al desempeño de funciones y cargos públicos de las 
personas que demuestren las mejores capacidades para ocupar el cargo y, de esta 
forma, puedan optimizarse los resultados que se obtienen con el ejercicio del cargo 
de carrera.[25]  La Ley 909 de 2009 regula el sistema de carrera administrativa, y la 
define como norma reguladora de todo concurso, que obliga tanto a la 
administración como a las entidades contratadas y a sus participantes. [26]  Al 
respecto, ha precisado la Corporación, que: “el Estado debe respetar y observar 
todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, 
porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales 
de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la publicidad, 
la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los 
concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven de 
autovinculación  y autocontrol porque la administración debe “respetarlas y que su 
actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen para acceder al 
empleo o empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada”[27] 
  

5.2. Conviene destacar entonces que las normas de un concurso público de méritos 
fijan en forma precisa y concreta cuáles son las condiciones que han de concurrir en 
los aspirantes y establecen las pautas y procedimientos con los cuales deben 
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regirse[28]. Se trata de reglas que son inmodificables, por cuanto se afectan principios 
básicos de nuestra organización, como derechos fundamentales de los asociados 
en general y de los participantes en particular.  
  
5.3.En este orden de ideas, la Convocatoria constituye una norma que se convierte 
en obligatoria en el concurso, en consecuencia, cualquier incumplimiento de las 
etapas y procedimientos consignados en ella, vulnera el derecho fundamental del 
debido proceso que le asiste a los participantes, salvo que las modificaciones 
realizadas en el trámite del concurso por factores exógenos sean plenamente 
publicitadas a los aspirantes para que, de esta forma, conozcan las nuevas reglas 
de juego que rigen la convocatoria para proveer los cargos de carrera 
administrativa[29]. 
  
5.4. Frente al tema, la Sala Plena de la Corporación en sentencia SU-913 de 2009 
determinó que: “(i) las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del 
concurso y son inmodificables, salvo que ellas sean contrarias a la Constitución, la 
ley o resulten violatorias de derechos fundamentales; (ii) a través de las reglas 
obligatorias del concurso, la administración se autovincula y autocontrola, en el 
sentido de que debe respetarlas y que su actividad en cada etapa se encuentra 
previamente regulada; (iii) se quebranta el derecho al debido proceso y se infiere un 
perjuicio cuando la entidad organizadora del concurso cambia las reglas de juego 
aplicables y sorprende al concursante que se sujetó a ellas de buena fe. En este 
punto, esta Sala de Revisión estima que si por factores exógenos las reglas del 
concurso varían levemente en alguna de sus etapas, las modificaciones que hacen 
parte integral de la convocatoria inicial, deben ser plenamente conocidas por los 
partícipes para que de esta forma se satisfagan los principios de transparencia y 
publicidad que deben regir las actuaciones de la administración y no se menoscabe 
la confianza legítima que los participantes han depositado en los parámetros fijados 
para acceder a un cargo de carrera administrativa; y, (iv) cuando existe una lista de 
elegibles que surge como resultado del agotamiento de las etapas propias del 
concurso de méritos, la personas que ocupa en ella el primer lugar detenta un 
derecho adquirido en los términos del artículo 58 Superior, que no puede ser 
desconocido.[30] 
  
5.5. La convocatoria en el régimen especial de la Rama Judicial 
  
5.5.1. En el régimen especial de la carrera judicial, el artículo 113 establece las 
formas de provisión de los cargos, indicando que estos se efectuaran en propiedad 
siempre y cuando se superen todas las etapas del proceso de selección.  Además 
señala que, una vez producida la vacante, la entidad nominadora solicitará a la Sala 
Administrativa del Consejo Superior o Seccional de la Judicatura (...) el envío de la 
correspondiente lista de candidatos.  
  
5.5.2. La Ley Estatutaria de Justicia regula el proceso de selección en la rama 
judicial, el cual consta de una etapa de selección, en la que se escogen los 
aspirantes que integraran la lista de elegibles, y la de clasificación, que tiene por 
objeto establecer el orden del registro.  Es así como la provisión de los cargos en la 
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rama judicial, tiene como fundamento el principio del mérito y la transparencia entre 
quienes pretenden ingresar a la administración de justicia, lo cual debe realizarse a 
través de un proceso de selección, previó un concurso público abierto.[31]  
  
5.5.3. De conformidad con  lo dispuesto en el artículo 132 de la Ley 270 de 1996 las 
formas de provisión de los cargos de la Rama Judicial, pueden ser en 
propiedad,[32] provisionalidad[33] o en encargo,[34] los cargos vacantes en forma 
definitiva deben ser ocupados en propiedad por quienes hayan superado todas las 
etapas del proceso de selección. 
  
5.5.4. En sentencia T-470 de 2007, la Corporación señaló que “el concurso se 
desenvuelve como un trámite estrictamente reglado, que impone precisos límites a 
las autoridades encargadas de su administración y ciertas cargas a los 
participantes. De manera particular, en orden a garantizar la transparencia del 
concurso y la igualdad entre los participantes, el mismo debe desenvolverse con 
estricta sujeción a las normas que lo rigen y en especial, a las que se hayan fijado 
en la convocatoria, que como se señala en el artículo 164 de la Ley 270 de 1996, 
es la ley del concurso. Quiere esto decir que se reducen los espacios de libre 
apreciación por las autoridades en la medida en que, en la aplicación rigurosa de 
las reglas está la garantía de imparcialidad en la selección fundada en el mérito”. 
  
5.5.6. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura como se dijo en 
el acápite 4 (supra 4.5 y 4.6), es la encargada de reglamentar y dictar las pautas del 
concurso así como  las pruebas que integran la etapa de selección y el curso de 
formación judicial.[35]A efectos de dar cumplimiento a estas disposiciones, la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expide los Acuerdos que 
regulan las convocatorias que a su vez reglamentan el concurso para proveer los 
cargos para los funcionarios y empleados de la rama judicial. En este tipo de 
acuerdos se regulan temas como la inscripción, las etapas del concurso, el 
procedimiento a seguir (citaciones, notificaciones y recursos), atendiendo a los 
lineamientos generales señalados en los artículos 162 a 164 de la Ley Estatutaria 
de Administración de Justicia. 
  
5.5.7. En resumen, la convocatoria en el concurso público de méritos es la norma 
que de manera fija, precisa y concreta reglamenta las condiciones y los 
procedimientos que deben cumplir y respetar tanto los participantes como la 
administración. Son reglas inmodificables, que tienen un carácter obligatorio, que 
imponen a la administración y a los aspirantes el cumplimiento de principios como 
la igualdad y la buena fe. Las reglas del concurso autovinculan y controlan a la 
administración, y se vulnera el derecho del debido proceso cuando la entidad 
organizadora del concurso cambia las reglas de juego aplicables y sorprende al 
concursante que se sujetó a ellas de buena fe. Solo en casos excepcionales, y por 
“factores exógenos”, como señala el precedente de la Corporación, cuando se 
varían las etapas o normas, dicha modificación debe ser publicitada a los 
participantes. Reglas que deben ser precisas y concretas, con el fin de que los 
aspirantes tengan un mínimo de certeza frente a las etapas del proceso de selección 
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y la duración de las mismas, que no los someta a una espera indefinida y con 
dilaciones injustificadas. 
  
 
 
VIOLACION EN CASO CONCRETO 

 Si bien es cierto que el acuerdo manifiesta, “La ausencia de requisitos para 
el cargo determinará el retiro inmediato del proceso de selección, cualquiera 
que sea la etapa en que el aspirante se encuentre”. Dicho postulado no se 
me debe aplicar en mi caso toda vez que está en firme un acto administrativo 
decisorio que acredita que si tengo dichos requisitos esta es la resolución No. 
CSJBOR18-599 24 de diciembre de 2018, se agrega de igual forma, También 
manifiesta el mismo acuerdo, la aplicación del numeral 4 del acuerdo que 
dice “El Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar, una vez verificado el 
cumplimiento de los requisitos mínimos señalados en la presente 
convocatoria, decidirá mediante resolución, sobre la admisión o rechazo al 
concurso, indicando en esta última los motivos que dieron lugar a la decisión. 
Contra estas decisiones no habrá recurso en sede administrativa., en 
consecuencia, de haber superado dicha etapa de acuerdo al cronograma 
preestablecido se aplicará lo dispuesto en el (Artículo 164, de la Ley 270 de 
1996)”. En consecuencia, la aplicación del artículo 164. CONCURSO DE 
MÉRITOS. El concurso de méritos es el proceso mediante el cual, a través 
de la evaluación de conocimientos, destrezas, aptitud, experiencia, idoneidad 
moral y condiciones de personalidad de los aspirantes a ocupar cargos en la 
carrera judicial, se determina su inclusión en el Registro de Elegibles y se 
fijará su ubicación en el mismo., es por ello, que se emite la resolución 
RESOLUCION No. CSJBOR19-266 17 de mayo de 2019, y seguidamente 
sin dilataciones injustificadas y de acuerdo a la ley sustancia procede 

mediante acto administrativo expedir la lista de elegibles, cosa que no paso, 
violentando el derecho a ocupar cargos públicos ya mencionado.   

Artículo 164, de la Ley 270 de 1996; “Los concursos de mérito en la carrera judicial 

se regirán por las siguientes normas básicas: 

Enciso 4. Todo concurso de méritos comprenderá dos etapas sucesivas de 
selección y de clasificación. La etapa de clasificación tiene por objetivo 
establecer el orden de registro según el mérito de cada concursante elegible, 
asignándosele a cada uno un lugar dentro del Registro para cada clase de 
cargo y de especialidad. La etapa de selección tiene por objeto la escogencia 
de los aspirantes que harán parte del correspondiente Registro de Elegibles 
y estará integrada por el conjunto de pruebas que, con sentido eliminatorio, 
señale y reglamente la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura”., en consecuencia, en el momento que supera la etapa de 
selección dichas personas que resulten admitidas serán parte del registro de 
elegibles, tal como paso en mi caso en concreto al estar admitido pero no 
expidió la lista de elegibles ., dicha aplicación del artículo viene conferido en 
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el acuerdo No. CSJBOA17-609 Viernes, 06 de octubre de 2017, en 
consecuencia de las facultades “En uso de sus facultades legales, en 
especial las conferidas por los artículos 101, 164 y 165 de la Ley 270 de 
1996, el Acuerdo PCSJA17-10643 de 2017 y de acuerdo a lo decidido en 
sesión extraordinaria del 6 de octubre de 2017”. En consecuencia, y de 
acuerdo al mismo acuerdo, en el numeral 5 establece cual es objeto de la 
etapa de clasificación, “5.1 Etapa de Selección Esta etapa tiene por objeto la 
escogencia de los aspirantes que harán parte de los correspondientes 
Registros Seccionales de Elegibles. Está conformada, con efecto 
eliminatorio, por las Pruebas de Conocimientos, Competencias, Aptitudes y/o 
Habilidades. (Artículos 164 -4 LEAJ)., es así, que se entiende superada esta 
etapa luego de la aplicación del numeral 5.1.2. Notificación de Resultados de 
la Etapa de Selección del acuerdo., en razón de ello, se debe aplicar 
estrictamente el objeto del numeral 5.1., porque, si es lo contrario estaría 
violentando el debido proceso.  

La causal de exclusión utilizada por segunda vez en mi contra es 3.6.2 del 
acuerdo ya conocido, “No acreditar los requisitos mínimos exigidos para el 
cargo de aspiración” en consecuencia el fundamento utilizado en la 
resolución No. CSJBOR21-556 del 20/05/2021 establece “ No cumple con 
experiencia mínima” “ No cumple con la experiencia mínima, toda vez que 
parte de la experiencia como judicante es concomitante con las labores 
ejercidas como representante legal de una fundación.”, es por ello, que se 
evidencia un error factico en la apreciación que resuelve los recursos de 
reposición y apelación, toda vez que los argumentos presentados en dichas 
instancias no obedecen al problema jurídico que estableció la resolución 
CSJBOR21-556 del 20/05/2021, y extrañamente, las resoluciones que 
deciden los recursos no habla sobre “ No cumple con la experiencia mínima, 
toda vez que parte de la experiencia como judicante es concomitante con las 
labores ejercidas como representante legal de una fundación.”, en pocas 
palabras los argumentos utilizados no tienen nada que ver con la resolución 
No. CSJBOR21-556 del 20/05/2021, es por ello, que se manifiesta de manera 
clara un exceso de extralimitación de funciones, de errores evidentes, 
existiendo una grotesca contradicción entre los fundamentos y lo que se 

decide o falla. (error por defecto).  

Seguidamente se evidencia De a acuerdo a lo manifestado por el numeral 
6.2 del acuerdo respecto de las notificaciones el acuerdo establece que 
actuaciones se deben notificar y en qué orden se deben dar“ La resolución 
que decide la admisión o rechazo al concurso de méritos, la que publica los 
resultados de la etapa de selección, (Prueba de conocimientos, 
competencias, aptitudes y/o habilidades) y la que publica el Registro 
Seccional de Elegibles, se darán a conocer mediante resolución expedida 
por el Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar, la cual se notificará 
mediante su fijación, durante el término de cinco (5) días hábiles, en la 
Secretaría del Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar (Dirección 
Seccional de Administración Judicial de Cartagena). De igual manera se 
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informará a través de la página web de la Rama Judicial, 
www.ramajudicial.gov.co”, por consiguiente, se estable un orden cronológico 
por medio del cual se deben notificar los actos administrativos de toda la 
convocatoria, esta es, 1. La resolución que decide la admisión o rechazo al 
concurso de méritos 2. la que publica los resultados de la etapa de selección, 
(Prueba de conocimientos, competencias, aptitudes y/o habilidades) 3. la que 
publica el Registro Seccional de Elegibles., en resumen, no se puede 
retrotraer una y otra vez, para notificar cualquier acto administrativo, toda vez 
que esta dilataría de forma injustificada y prolongada en el tiempo el concurso 
de mérito, es así, que cualquier actuación por fuera de los términos 
señalados en el acuerdo, no pueden ser tenido en cuenta ya que violaría el 
debido proceso, tal cual, como paso en el presente concurso de méritos, 
debido a que luego que pasaran las notificaciones  “1. La resolución que 
decide la admisión o rechazo al concurso de méritos “No. CSJBOR18-518 
23 de octubre de 2018 y No. CSJBOR18-599 24 de diciembre de 2018”.  

(2. la que publica los resultados de la etapa de selección, (Prueba de 
conocimientos, competencias, aptitudes y/o habilidades)” “RESOLUCION 
No. CSJBOR19-266 17 de mayo de 2019”., debe venir consecuencialmente 
“3. la que publica el Registro Seccional de Elegibles”, cosa que no paso, y 
nuevamente el consejo superior de la judicatura retrotrae actuaciones tales 
como “1. La resolución que decide la admisión o rechazo al concurso de 
méritos” “resolución No. CSJBOR21-556 del 20/05/2021” es razón de ello, la 
violación al debido proceso es inminente agregando que dichas actuaciones 

no tendrían fin, dejando inconcluso el concurso en muchos años más.  

 

La procedencia excepcional de la acción de tutela en materia de concursos 
de méritos. Reiteración de jurisprudencia 
  
3.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Carta, la acción de 
tutela es un mecanismo de defensa judicial residual y subsidiario, que permite la 
protección inmediata de los derechos fundamentales de una persona, vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o incluso de 
los particulares, en los términos prescritos por la ley. Procede cuando la persona no 
dispone de otro medio de defensa judicial o cuando, existiendo otro medio 
alternativo de protección, éste no resulta idóneo para su amparo efectivo. Asimismo, 
procede como mecanismo transitorio, en aquellas circunstancias en las que, a pesar 
de existir un medio adecuado de protección, se requiere evitar un perjuicio 
irremediable, por lo que se exige una perentoria acción constitucional.[7] 
  
3.2. Pues bien, la idoneidad del medio de defensa alternativo exige una evaluación 
en concreto de los mecanismos de defensa existentes, razón por la cual debe 
estudiarse cada caso en particular, a efectos de determinar la eficacia del medio de 
defensa, si este tiene la aptitud necesaria para brindar una solución eficaz y expedita 
al quebrantamiento o amenaza del derecho fundamental que se alega vulnerado. 
Vistas así las cosas, si el mecanismo es eficaz, la tutela resulta ser improcedente, 

33

http://www.ramajudicial.gov.co/
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/T-682-16.htm#_ftn7


a menos que, como quedó expresado, se demuestre la existencia de un perjuicio 
irremediable que imponga la protección constitucional transitoria. 
  

3.3. En relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, la 
jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que, en principio, la acción de tutela 
debe declararse improcedente. No obstante lo anterior, el precedente de la Corte 
ha señalado que los medios de control de la jurisdicción contencioso 
administrativa, bien sea a través de la acción electoral, de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho o de la acción de reparación directa, no son los 
mecanismos idóneos y eficaces, en razón del prolongado término de duración que 
este tipo de procesos pudiese tener.[8] 
 
3.4. Específicamente, en lo que tiene que ver con la procedencia de la acción de 
tutela para controvertir actos administrativos que reglamentan o ejecutan un 
proceso de concurso de méritos, se ha precisado, por parte del precedente de la 
Corporación, que existen dos casos en los cuales la acción de tutela se convierte 
en el mecanismo idóneo: (i) “aquellos casos en los que la persona afectada no tiene 
un mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender eficazmente sus 
derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los 
vulneran o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional”. 
(ii)”cuando, por las circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible 
afirmar que, de no producirse la orden de amparo, podrían resultar 
irremediablemente afectados los derechos fundamentales de la persona que 
interpone la acción. Estos casos son más complejos que los que aparecen cobijados 
por la excepción anterior, pues en ellos existen cuestiones legales o reglamentarias 
que, en principio, deben ser definidas por el juez contencioso administrativo pero 
que, dadas las circunstancias concretas y la inminente consumación de un  daño 
iusfundamental deben ser, al menos transitoriamente, resueltas por el juez 
constitucional.”[9] 
  
3.5. La procedencia de la acción de tutela para anular los actos de las autoridades 
públicas cuando desconocen los mecanismos de selección establecidos en los 
concursos públicos, tiene una inescindible relación con la necesidad de proteger los 
derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo y debido proceso, los cuales en la 
mayoría de las ocasiones, no pueden esperar el resultado de un proceso ordinario 
o contencioso administrativo. 
  
3.6. Ahora bien, resulta importante diferenciar la procedencia de la tutela en los 
casos en los cuales se controvierte un acto administrativo y los asuntos como el que 
nos ocupa, en el que la acción de amparo se contrae a exigir de las autoridades 
judiciales el cumplimiento de un proceso de selección en el término establecido por 
la ley y, de conformidad con lo señalado en la Convocatoria y el Acuerdo proferido 
por el Consejo Superior de la Judicatura que reglamenta el mismo. 
  
3.7. En estos casos, en principio, sería procedente la acción de cumplimiento, bajo 
el entendido de que esta acción le otorga a toda persona natural o jurídica, así como 
a los servidores públicos, acudir ante las autoridades judiciales para exigir la 
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realización o el cumplimiento del deber que surge de la ley o del acto administrativo 
que es omitido por la autoridad o el particular, cuando asume este carácter[10]. Sin 
embargo, esta acción no procederá para la protección de derechos que puedan ser 
garantizados mediante la acción de tutela[11].  Tampoco procede cuando el afectado 
tenga o haya tenido otro instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento de 
la norma o acto administrativo, salvo que de no proceder el juez encuentra que se 
configura un perjuicio irremediable.  
  
3.8. Frente al tema, en sentencia C-1194 de 2001, la Corporación manifestó 
que: “Varias son las hipótesis de vulneración de los derechos por la inacción de la 
administración que pueden presentarse al momento de definir si procede o no la 
acción de cumplimiento. A saber: i) que la inacción de la administración amenace o 
vulnere derechos fundamentales de rango constitucional, es decir, derechos 
tutelables; ii) que la inacción de la administración amenace o vulnere derechos de 
rango constitucional que no son tutelables en el caso concreto; iii) que la inacción 
de la administración amenace o vulnere derechos de rango legal; iv) que la inacción 
de la administración no sea correlato de un derecho, sino que se trate del 
incumplimiento de un deber específico y determinado contenido en una ley o acto 
administrativo.” En el primer evento lo que procede es la acción de tutela, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución, a menos que, 
dado el carácter subsidiario de la acción de tutela, exista otra acción judicial que 
resulte efectiva para la protección del derecho en cuestión.[12] En este orden de 
ideas, cuando se busca la protección directa de derechos fundamentales que 
pueden verse vulnerados o amenazados, se está en el ámbito de la acción de tutela, 
y cuando lo que se busca es la garantía de los derechos del orden legal o lo que se 
pide es que la administración dé aplicación a un mandato contenido en la ley o en 
un acto administrativo que sea específico y determinado, procede la acción de 
cumplimiento. En todo caso, frente a cada caso concreto es el juez quien debe 
determinar si se pretende la protección de derechos de rango constitucional 
o si se trata del cumplimiento de una ley o de actos administrativos para exigir 
la realización de un deber omitido.  Por último, en los asuntos en los cuales 
se presente un incumplimiento de normas administrativas, que, a su vez, 
vulnere derechos fundamentales constitucionales, la vía idónea y adecuada lo 
es la acción de tutela. 
  

PROCEDENCIA DE TUTELA EN CASO CONCRETO  

Si bien es cierto, existe otro medio judicial por medio del cual mis pretensiones 
pueden ser ordenadas por la justicia de lo contencioso administrativo,  se de tener 
en cuenta que estas no permiten la protección inmediata de los derechos 
fundamentales de mi persona, toda vez que es evidente una violación integral de 
los mismo, como lo fue todo y cada uno de los actos administrativos en mi contra, 
quienes obedecen a una omisión de la autoridad pública, al desconocer los 
principios fundamentales y los derechos fundamentales ya mencionados, es así, 
que acudir a lo contencioso administrativo como defensa judicial no resultaría 
idóneo, toda vez, que prolongaría en el tiempo aún más, la violación de mis 
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derechos fundamentales, estaríamos hablando de más de 5 años, desde la 
convocatoria, sumado a lo que dura el proceso judicial, quien sumaria en promedio 
7 u 8 años, y es ahí donde se prueba que son mecanismos idóneos y eficaces, en 
razón de que el termino para su resolución no se conoce y por lo general se hablaría 
de años, es por ello que la violación a mis derechos se prologaría demasiado en el 
tiempo, sumamente, que para evitar un PERJUICIO IRREMEDIABLE,  debe ser 
inminente una actuación constitucional, es así, que el medio judicial administrativo 
no resultaría eficiente a plenitud, ya que no brinda una eficaz y expedita protección 
en el tiempo de los derechos fundamentales, y en consecuencia, amenazando estos 
mismo., la tutela como mecanismo constitucional en el caso concreto debe 
prosperar (i) “aquellos casos en los que la persona afectada no tiene un mecanismo 
distinto de la acción de tutela, para defender eficazmente sus derechos porque no 
está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran o porque 
la cuestión debatida es eminentemente constitucional”. (ii)” cuando, por las 
circunstancias excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no 
producirse la orden de amparo, podrían resultar irremediablemente afectados los 
derechos fundamentales de la persona que interpone la acción. Estos casos son 
más complejos que los que aparecen cobijados por la excepción anterior, pues en 
ellos existen cuestiones legales o reglamentarias que, en principio, deben ser 
definidas por el juez contencioso administrativo pero que, dadas las circunstancias 
concretas y la inminente consumación de un daño iusfundamental deben ser, al 
menos transitoriamente, resueltas por el juez constitucional.” Sentencia T-682/16., 
La procedencia de la acción de tutela para anular los actos de las autoridades 
públicas cuando desconocen los mecanismos de selección establecidos en los 
concursos públicos, tiene una inescindible relación con la necesidad de proteger los 
derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo y debido proceso, los cuales en la 
mayoría de las ocasiones, no pueden esperar el resultado de un proceso ordinario 
o contencioso administrativo., de igual forma, el juez de tutela debe analizar que lo 
que se pretende es la protección a los derechos fundamentales ya mencionados. 

 

Conforme a estos criterios, la Corte ha conceptualizado el perjuicio irremediable, 
así: (Sentencia T-318/17) 

  
“(…) De acuerdo con la doctrina constitucional pertinente, un perjuicio 
irremediable se configura cuando el peligro que se cierne sobre el derecho 
fundamental es de tal magnitud que afecta con inminencia y de manera grave 
su subsistencia, requiriendo por tanto de medidas impostergables que lo 
neutralicen. Sobre las características jurídicas del perjuicio irremediable la 
Corte dice en su jurisprudencia lo siguiente: 
  
En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este 
exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que 
así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En 
segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un 
detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o 
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material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, 
deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas 
desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la 
inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las 
particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser 
impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia 
a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable. 

 
la jurisprudencia constitucional ha establecido dos excepciones al principio de 
subsidiariedad de la acción de tutela: 
  
-La primera está consagrada en artículo 86 Superior al indicar que aun cuando 
existan otros medios de defensa judicial, la tutela es procedente si con ella se 
pretende precaver la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 
  
-La segunda, está prevista en el artículo 6 el Decreto 2591 de 1991, cuando señala 
que también procede la acción constitucional cuando el mecanismo ordinario de 
defensa no es idóneo, ni eficaz para la protección inmediata y plena de los derechos 
fundamentales, caso en el cual emerge como mecanismo definitivo de protección. 
  
En cuanto al primer supuesto, es decir, el relativo a evitar un perjuicio irremediable, 
se fundamenta en que la persona tiene a su alcance un medio idóneo y eficaz para 
la defensa de sus derechos fundamentales, pero que, en aras de evitar la ocurrencia 
de un perjuicio irremediable, el amparo constitucional se convierte en un mecanismo 
procedente para brindarle, de manera transitorio, la protección de sus derechos 
fundamentales, mientras que el juez natural resuelve el caso. 
 
Frente al particular, esta Corporación, en Sentencia T-494 de 2010[10], señaló: 
  

“La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha precisado que únicamente se 
considerará que un perjuicio es irremediable cuando, de conformidad con las 
circunstancias del caso particular, sea: (a) cierto e inminente –esto es, que no 
se deba a meras conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación 
razonable de hechos ciertos-, (b) grave, desde el punto de vista del bien o 
interés jurídico que lesionaría, y de la importancia de dicho bien o interés para 
el afectado, y (c) de urgente atención, en el sentido de que sea necesaria e 
inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se consuma un daño 
antijurídico en forma irreparable.” 

 

Así mismo, este Tribunal, ha destacado que cuando se trata de esta hipótesis, el 
accionante deberá acreditar: “(i) una afectación inminente del derecho -elemento 
temporal respecto al daño-; (ii) la urgencia de las medidas para remediar o prevenir 
la afectación; (iii) la gravedad del perjuicio -grado o impacto de la afectación del 
derecho-; y (iv) el carácter impostergable de las medidas para la efectiva protección 
de los derechos en riesgo.  
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i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no resultan lo 
suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los 
derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere la 
protección constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo 
contrario, el afectado se enfrentaría a la ocurrencia inminente de un 
perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular 
de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de 

especial protección constitucional. 

En la Sentencia SU-913 de 2009, se analizó el tema de la procedibilidad de la acción 
de tutela como mecanismo de protección de los derechos de quienes participan en 
concurso de méritos, al respecto indicó: 
  

“(…) la doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego la 
protección de los derechos fundamentales al trabajo, la igualdad y el 
debido proceso de quienes participaron en un concurso de méritos y 
fueron debidamente seleccionados, la Corte Constitucional asume 
competencia plena y directa, aún existiendo otro mecanismo de defensa 
judicial, al considerar que la tutela puede “desplazar la respectiva 
instancia ordinaria para convertirse en la vía principal de trámite del 
asunto”[18], en aquellos casos en que el mecanismo alterno no es lo 
suficientemente idóneo y eficaz para la protección de estos derechos. 

 
 Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la provisión de 

cargos de carrera se ha comprobado que no se encuentra solución efectiva ni 
oportuna acudiendo a un proceso ordinario o contencioso, en la medida que su 
trámite llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada la vulneración de 
derechos fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta Corte ha 
expresado, que para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser 
eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la defensa y realización de 
derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo de 
tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que no 
garantice la supremacía de la Constitución., No obstante lo anterior, respecto de la 
procedibilidad de la acción de tutela contra actos administrativos, esta Corporación 
ha señalado que existen, al menos, dos excepciones que tornan procedente la 
acción de tutela para cuestionar actos administrativos:[22] (i) cuando pese a la 
existencia de un  mecanismo judicial idóneo, esto es, adecuado para resolver las 
implicaciones constitucionales del caso, el mismo no goza de suficiente efectividad 
para la protección de los derechos fundamentales invocados como amenazados a 
la luz del caso concreto;[23] o (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un 
perjuicio irremediable, que implica una situación de amenaza de vulneración de un 
derecho fundamental susceptible de concretarse y que pueda generar un daño 
irreversible. 
 
En el asunto bajo examen, la convocatoria Convocatoria No.4 de Empleados de 
Tribunales, Juzgados y Centro de Servicios, se encuentra en la etapa final,  lo que 
quiere decir que ya se agotó la fase, situación que pone de presente cuan avanzada 
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va la Convocatoria y la premura que tiene mi persona para definir su situación frente 
a dicha convocatoria. 
  
Lo anterior, pone de presente que la acción de tutela es el mecanismo eficaz de 
defensa judicial para resolver la controversia sometida a revisión, en torno al 
cuestionamiento del acto administrativo que excluye mi participación por segunda 
vez, cuando ya existía un pronunciamiento de fondo, Pues, si bien puedo acudir a 
la jurisdicción contencioso administrativa en acción de simple nulidad y 
restablecimiento del derecho, someterme al proceso contencioso administrativo 
para definir la prosperidad de mis pretensiones, específicamente aquella que me 
excluye por segunda vez de la convocatoria, bajo la misma causal y los mismo 
hechos, y cuando existe otro pronunciamiento anterior de fondo, me sitúa en la 
imposibilidad de obtener un respuesta inmediata frente a la resolución de su asunto, 
teniendo en cuenta que la Convocatoria se encuentra en una etapa avanzada. 
  
En relación con la procedibilidad de la acción de tutela para controvertir el acto 
administrativo particular, por medio del cual se me excluyo, puede acudir a la acción 
de nulidad y restablecimiento del derecho para controvertir el acto particular y 
concreto, sin embargo, este mecanismo no  tiene la virtualidad de ofrecer la misma 
protección que se lograría a través de la acción de tutela, en tanto al estar la 
Convocatoria en una fase avanzada, se corre el riesgo de que al momento de 
presentar la demanda de nulidad y restablecimiento ya se haya conformado la lista 
de elegibles, consumándose la vulneración de los derechos fundamentales del 
accionante. 
  
3.4. Resulta pertinente resaltar que tanto en la acción de nulidad como en la de 
nulidad y restablecimiento del derecho, el juez puede, como se indicó en párrafos 
precedentes, decretar medidas cautelares en aras de garantizar provisionalmente 
el objeto del proceso. No obstante, ello no hace que en el caso bajo estudio las 
acciones ante el juez contencioso administrativo sean eficaces para lograr la 
protección integral de los derechos fundamentales de mi persona.  
  
A tal conclusión se llega, tras considerar en esta oportunidad la protección requerida 
a mi persona, es decir, el próximo paso es la conformación de la lista de elegibles. 
Por esto, pese a la posibilidad con que cuentan los jueces contencioso 
administrativos de decretar, por ejemplo, la suspensión provisional del acto 
administrativo particular y del acto general, la acción de tutela es el mecanismo 
eficaz de protección de los derechos del accionante, atendiendo al estado en que 
se encuentra la convocatoria., tal como procede en fallo de tutela como Sentencia 
T-441/17.  
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V. PRETENCIONES 

 
 

PRIMERO: Se conceda la MEDIDA PROVISIONAL DEPRECADA, y se ordene al 

Consejo Superior de la Judicatura de Bolívar la suspensión de la firmeza del acto 

administrativo No. CJR21-0266 (17 de agosto de 2021), ya que al quedar en firme 

limita mi continuidad para estar en la lista de elegibles, vulnerando derechos 

fundamentales ya mencionados, y estaría ante un perjuicio irremediable que no 

estaría capacitado para soportar, toda vez, que dicho concurso lleva más de 5 años 

en ejecución, y a creado en mí, una expectativa de empleo de carrera administrativa, 

toda vez que he pasado a satisfacción el puntaje mínimo desde hace varios años, y 

es la única opción de empleo que tengo desde hace más de 2 años, estando en un 

estado de necesidad grave., y o, se abstenga de publicar la lista de elegibles del 

cargo profesional universitario de centros y servicios grado 11, hasta tanto no dicte 

sentencia constitucional de fondo.      

 

 

SEGUNDO: Se me tutele los Derechos fundamentales debido proceso, a la 

igualdad, al trabajo, al acceso a cargos públicos por concurso de méritos, no bis in 

ídem, cosa juzgada administrativa, confianza legítima, violación al principio de la 

buena aplicada al concurso de méritos, principio “mutatis mutandi”. 

 

TERCERO: NOTIFICAR a todo y cada una de los participantes de la convocatoria 

ACUERDO No. CSJBOA17-609 viernes, 06 de octubre de 2017, en especial, los 

admitidos en el empleo de profesional de centros y servicios grado 11., En razón de 

ello, se publique la presente acción de tutela y del respectivo auto admisorio en la 

página web de la Rama Judicial- Link Carrera Judicial., esto con el objetivo de 

permitir la eventual vinculación de los concursantes de las situaciones narradas.  

  

CUARTO: Ordenar al Consejo Superior de la Judicatura de Bolívar - tener como 

válidos los certificados y documentos aportados para acreditar la experiencia 

profesional relacionada con el cargo, toda vez que cumplen con las exigencias 

publicadas inicialmente dentro del concurso de méritos para proveer el empleo en 

virtud de la prevalencia del derecho sustancial frente a lo formal, en tal virtud 

continuar con las diferentes etapas del proceso. 

 

QUINTO: Ordenar al Consejo Superior de la Judicatura de Bolívar, RESTABLECER 

MIS DERECHOS admitir en el presente concurso de méritos, toda vez, que se 

violentado el debido proceso, no bis in ídem, principios de buena fe.   

 

SEXTO: REVOCAR la resolución No. CSJBOR21-556 del 20/05/2021, y en 

consecuencia restablecer el derecho, de ahí poder estar en la vigencia de la lista de 

elegibles para el cargo de profesional universitario de centros y servicios grado 11.  
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SEPTIMO: Se exhorte al CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA SALA 

ADMINISTRATIVA SECCIONAL BOLIVAR, para que se abstenga de emitir la lista 

de elegibles del cargo profesional universitario de centros y servicios grado 11, 

hasta tanto no se defina de fondo la presente tutela.  

 

VI. PRUEBAS Y ANEXO 

 

 ( ANEXO 1 ) ACUERDO No. CSJBOA17-609 Viernes, 06 de octubre de 2017 

LINK DE ACCESO 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/14810031/ACUERDO

+No.+CSJBOA17-609.pdf/fe15cf0b-41c6-49b5-8c7e-c1b21ce69daf  

 ( ANEXO 2) RESOLUCIÓN No. CSJBOR18-518 23 de octubre de 2018  LINK 

DE ACCESO 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/20388723/RESOLUCI

%C3%93N+No.+CSJBOR18-518.pdf/4de9ac78-c9c1-40fd-b316-

11f92065f8eb y su anexos 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/20388723/Bolivar+Sec

cional-+Rechazados.pdf/3e53f6ef-3ccf-4710-b378-cad2b473ca3f  

 (ANEXO 3) COPIA DE LA SOLICITUD Y/O RECURSO DE LEY EL DÍA 26 

DE OCTUBRE DE 2018 CON CÓDIGO EXTCSJBO18-3078, CON DESTINO 

EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA CONSEJO SECCIONAL 

DE LA JUDICATURA DE BOLÍVAR. 

 (ANEXO 4) COPIA DE LA RESOLUCIÓN NO. CSJBOR18-599 24 DE 

DICIEMBRE DE 2018 EL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 

CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA DE BOLÍVAR ““POR MEDIO 

DE LA CUAL SE MODIFICA LA RESOLUCIÓN CSJBOR18-518 DE 23 DE 

OCTUBRE DE 2018 Y SUS ANEXOS LINK 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/21787913/ADMITIDO

S+RECLAMACIONES/80a6b790-98c0-4bc6-adde-9b16446db59e .  

 (ANEXO 5) COPIA RESOLUCION NO. CSJBOR19-266 17 DE MAYO DE 

2019 (ANEXO 4) “POR MEDIO DE LA CUAL SE PUBLICAN LOS 

RESULTADOS DE LAS PRUEBAS DE CONOCIMIENTOS, 

COMPETENCIAS, APTITUDES Y/O HABILIDADES… Y SUS ANEXOS LINK 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/25596861/LISTADO+

RESULTADO+SIN+PROFESIONAL/f8f2872a-84f6-4333-8492-

4e1c17d767bb .  

 (ANEXO 6) COPIA RESOLUCIÓN NO. CSJBOR21-556 DEL 20/05/2021 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE HACE EXCLUSIÓN EN EL CARGO 

IDENTIFICADO CON EL CÓDIGO 26042, DENTRO DEL CONCURSO DE 

MÉRITOS…” 
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 (ANEXO 7) COPIA RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO DE 

APELACIÓN CONTRA LA RESOLUCIÓN NO. CSJBOR21-556 DEL 

20/05/2021.  

 (ANEXO 8) LINK DE ACCESO RESOLUCIÓN NO. CSJBOR21-798 6 DE 

JULIO DE 2021 “POR MEDIO DEL CUAL SE DECIDE UNO DE LOS 

RECURSOS DE REPOSICIÓN CONTRA LA RESOLUCIÓN NO. 

CSJBOR21-556 DEL 20/05/2021 Y SE CONCEDE UN RECURSO DE 

APELACIÓN” LINK  

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/77850306/CSJBOR21

-

798+Resuelve+recurso+de+reposici%C3%B3n+exclusi%C3%B3n+260422.

pdf/fc50dcfa-376a-4514-be46-a02f365430ca  .  

 (ANEXO 9) COPIA DE LA ACLARACIÓN DEL RECURSO DE REPOSICIÓN 

EN SUBSIDIO DE APELACIÓN CONTRA LA RESOLUCIÓN NO. 

CSJBOR21-556 DEL 20/05/2021., EL DÍA 13 DE AGOSTO DE 2021., 

RADICADOS EN LOS CORREOS INSTITUCIONALES 

carjud@cendoj.ramajudicial.gov.co y consecbol@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 (ANEXO 10) COPIA Y LINK DE ACCESO DE LA RESOLUCIÓN 

CSJBOR21-800 DEL 6 DE JUNIO DE 2021 PÁGINA 14 (ANEXO 10), EL 

CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA RESOLVÍA A FAVOR DE 

OTRO ASPIRANTE EL RECURSO DE REPOSICIÓN  

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/77850306/CSJBOR21

-

800+Resuelve+reposici%C3%B3n+del+cargo+con+c%C3%B3d+260432+S

ecretario+Municipal.pdf/477f6804-ec1b-4d48-9f51-55e035caa57c  .  

 (ANEXO 11) LINK DE ACCESO RESOLUCIÓN CJR21-0266 (17 DE 

AGOSTO DE 2021) “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN EL 

RECURSO DE APELACIÓN” 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2302321/81571621/CJR21-

0266.pdf/6960f2c4-6ab5-4536-ac4d-e8e8937308f5 . 

 

VII. COMPETENCIA 

 

Artículo 1°. Modificación del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015. 

Modifíquese el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, el cual quedará así: 

"Artículo 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos previstos en el 

artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a 

prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza 

que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, 

conforme a las siguientes reglas: “Artículo 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela 

8. Las acciones de tutela dirigidas contra el Consejo Superior de la Judicatura y la 

Comisión Nacional de Disciplina Judicial serán repartidas para su conocimiento en 

primera instancia, a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo de Estado, y se 
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resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de 

conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 2.2.3.1.2.4 del presente 

decreto. 

 

VIII. JURAMENTO 

 

Manifiesto bajo la gravedad de juramento, que no he interpuesto otra acción de 

tutela por los mismo hechos y los derechos aquí relacionado ni contra la misma 

autoridad.  

 

IX. NOTIFICACION 

 

ACCIONANTE: Campestre manzana 75 lote 11 8 etapa  

 Teléfono: 3122056921 

Correo electrónico: wille.whitebeltre@gmail.com abogadosgoodwill@gmail.com  

 

ACCIONADO: Calle de la Inquisición No. 3-53 Edificio Kalamary.  

Teléfono: 6647313.  

www.ramajudicial.gov.co  

Correo electrónico: -CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA BOLIVAR 

SALA ADMINISTARTIVA : consecbol@cendoj.ramajudicial.gov.co   

 

–UNIDAD ADMINISTRATIVA CARRERA JUDICIAL:  

carjud@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

–CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA: 

deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co.  

 

 

 consecbol@cendoj.ramajudicial.gov.co  Cartagena – Bolívar. Colombia 

 

Cordialmente,  

 
 

WILL ENRIQUE BLANCO BELTRAN  

C.C. 1.143.366.906 

T.P 321271 
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2/9/2021 Correo: José Tomás Pardo Hernandez - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGJmMDA2NmJmLTMyODgtNDQxMC1iMjk4LWI4ZDI5YjAyNDNjYQAQAHxjjEhh23dDpHL3AUiJGlM%3D 1/4

RV: Generación de Tutela en línea No 495694

Secretaria General Corte Suprema <secretariag@cortesuprema.ramajudicial.gov.co>
Jue 02/09/2021 11:58
Para:  José Tomás Pardo Hernandez <tomasp@cortesuprema.gov.co>
CC:  Carlos Orlando Hernandez Chiquiza <carloshc@cortesuprema.gov.co>; Yeimy Alexandra Vargas Lizarazo
<Yeimyvl@cortesuprema.gov.co>

1 archivos adjuntos (7 MB)
Tutela Will Enrique Blanco Vs CSJ.pdf;

9 Buenas tardes Tomás te envío acción de tutela para reparto por Sala Plena de WILL
ENRIQUE BLANCO BELTRAN

Muchas gracias y que tenga un feliz día.

Cordialmente, 




 

Adriana Ramírez Peña
Asistente Administrativo Grado 06
Secretaría General 
(571) 562 20 00 ext. 1205 
Calle 12 N° 7 - 65
Bogotá, Colombia. 

 

De: Charles Fuentes Taboada <cfuentet@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: jueves, 2 de septiembre de 2021 9:17 a. m.

Para: Secretaria General Corte Suprema <secretariag@cortesuprema.ramajudicial.gov.co>

Cc: abogadosgoodwill@gmail.com <abogadosgoodwill@gmail.com>

Asunto: RV: Generación de Tutela en línea No 495694
 
Buenos días,

Sres.
"Secretaría General Corte Suprema"
secretariag@cortesuprema.ramajudicial.gov.co
Cordial Saludo,

Ref. Remisión por Competencia.
Remitimos acción de tutela en línea No 495694

Accionante: WILL ENRIQUE BLANCO BELTRAN Identificado con documento: 1143366906

Correo Electrónico Accionante: abogadosgoodwill@gmail.com

Teléfono del accionante: 3122056921
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2/9/2021 Correo: José Tomás Pardo Hernandez - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGJmMDA2NmJmLTMyODgtNDQxMC1iMjk4LWI4ZDI5YjAyNDNjYQAQAHxjjEhh23dDpHL3AUiJGlM%3D 2/4

Accionado/s:

Persona Jurídico: CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA- CONSEJO SECCIONAL DE LA JUDICATURA
DE BOLIVAR- Nit: 8000938163,

Correo Electrónico: consecbol@cendoj.ramajudicial.gov.co


Nota: anexamos archivos y remitimos copia al accionante. También se pueden descargar los archivos
desde la parte inferior de este mensaje.
Muchas gracias.

¡Saludos y bendiciones!


Directorio de Juzgados en Colombia:
https://www.ramajudicial.gov.co/web/10228/1300


"Correo para demandas"
ofijudicialcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co


“Recepción de Tutelas y Hábeas Corpus En Línea” 👇👇👇


Ingrese en este enlace electrónico para instaurar acciones de tutela y Hábeas corpus.

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/TutelaEnLinea  

“Consulta de procesos Nacional Unificada” 


https://consultaprocesos.ramajudicial.gov.co/procesos/bienvenida


Atte.

Charles Fuentes Taboada
Asistente Administrativo Grado 5
cfuentet@cendoj.ramajudicial.gov.co

Dirección Seccional de Administración Judicial de Cartagena Bolívar 
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2/9/2021 Correo: José Tomás Pardo Hernandez - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGJmMDA2NmJmLTMyODgtNDQxMC1iMjk4LWI4ZDI5YjAyNDNjYQAQAHxjjEhh23dDpHL3AUiJGlM%3D 3/4

De: Recepcion Tutelas Habeas Corpus - Cartagena <apptutelascgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 1 de septiembre de 2021 16:04

Para: Charles Fuentes Taboada <cfuentet@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: RV: Generación de Tutela en línea No 495694
 

De: Tutela y Habeas Corpus en Línea Rama Judicial <tutelaenlinea@deaj.ramajudicial.gov.co>

Enviado: miércoles, 1 de septiembre de 2021 12:07 p. m.

Para: Recepcion Tutelas Habeas Corpus - Cartagena <apptutelascgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
abogadosgoodwill@gmail.com <abogadosgoodwill@gmail.com>

Asunto: Generación de Tutela en línea No 495694
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

REPÚBLICA DE COLOMBIA

Buen día,

Oficina Judicial / Oficina de Reparto


Se ha registrado la Tutela en Línea con número 495694


Departamento: BOLIVAR.

Ciudad: CARTAGENA 


Accionante: WILL ENRIQUE BLANCO BELTRAN Identificado con documento: 1143366906

Correo Electrónico Accionante : abogadosgoodwill@gmail.com

Teléfono del accionante : 3122056921


Accionado/s: 

Persona Jurídico: CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA- CONSEJO SECCIONAL DE LA
JUDICATURA DE BOLIVAR- Nit: 8000938163,

Correo Electrónico: consecbol@cendoj.ramajudicial.gov.co

Dirección: 

Teléfono: 


Medida Provisional: SI


Derechos: 

DEBIDO PROCESO, IGUALDAD,

Descargue los archivos de este tramite de tutela aqui:

Archivo 


Cordialmente,
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Bogotá D. C., dos (2) de septiembre de dos mil veintiuno (2021).


Se recibió en la Secretaría General de la Corporación, la acción de tutela 
instaurada por el señor WILL ENRIQUE BLANCO BELTRÁN, contra el 
Consejo Superior de la Judicatura - Unidad de Administración de Carrera 
Judicial y el Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar.




DAMARIS ORJUELA HERRERA


Secretaria General


Bogotá, D.C.,     _________________________________


En la fecha pasa al Despacho del doctor Corredor Beltrán, Magistrado de 
la Sala de Casación Penal de la Corporación, a quien correspondió por 
reparto, la anterior acción de tutela.


Consta de 1 cuaderno con 92 folios.


DAMARIS ORJUELA HERRERA

Secretaria General 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA –SECRETARÍA GENERAL

No. 11- 001-02-30-000-2021-01357-00

Bogotá, D. C, 2 de septiembre de 2021

Repartido al Magistrado


Dr. Diego Eugenio Corredor Beltrán

El Presidente 

La Secretaria

CSJ
Texto tecleado
06 SEP. 2021
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